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INTRODUCCIÓN 
Que la Iglesia sea un espejo de justicia. Con estas palabras quiso 
finalizar Su Santidad Juan Pablo 11 el discurso de 1989 ala Rota Romana, 
dedicado íntegramente al derecho a la defensa. La Iglesia procura reflejar 
la justicia, qué duda cabe, a través de tantas instituciones canónicas. Entre 
ellas destaca el proceso judicial, como medio adecuado y eficaCÍsimo para 
indicar la justicia concreta en el caso particular. 
El proceso es una de las instituciones canónicas que -a 10 largo de su 
multisecular existencia-la Iglesia ha procurado adaptar a las exigencias de 
justicia, siendo por eso objeto de especial atención por parte dellegishidor 
canónico. Ello ha propiciado una evolución en los modos y formas del iter 
procesal, encaminada a agilizar y a hacer más apto este instrumento, en 
favor de unas resoluciones más justas. 
El vigente Código ha introducido importantes novedades en el régi-
men jurídico del proceso. La gran mayoría de ellas pueden calificarse de 
instrumentales. La novedad, sin embargo, más relevante, no se halla en el 
libro VII del CIC; no es de tipo formal o modal, sino que pertenece a la 
esfera del derecho sustancial o material, y radica en la formalización, por 
primera vez en un cuerpo legal canónico, del derecho a la tutela prescrito 
por el c. 221. 
La acción se muestra -a simple vista- como el primer derecho que 
nace de la tutela. Pero enseguida surge una cuestión: ¿hasta qué punto se 
trata del único derecho que se deriva del c. 221, con la finalidad de 
proteger los derechos e intereses legítimos del fiel? ¿Se puede considerar 
el c. 1491 como la expresión, en términos procesales, de la garantía que 
proclama el título de los derechos y deberes fundamentales del fiel en el 
c. 221; o, por el contrario, podemos encontrar otras formas de tutela en el 
CIC: tutela real, auténtica, y que se pueda considerar emanada del c. 221? 
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El objetivo que me propuse, al iniciar este trabajo, fue examinar las 
relaciones entre el derecho a la tutela y la acción canónica. Inmediatamente 
advertí que debía ampliarlo, para acoger no sólo la acción, como fruto de 
la protección judicial de que goza el fiel, sino también el camino que lleva 
a su reconocimiento; es decir, si se podía considerar igualmente inmerso 
en el derecho a la tutela el mismo proceso canónico. 
La cuestión adquiere mayor importancia si se advierte que el derecho 
que proclama el c. 221 tiene carácter de fundamental. De esa manera, la 
acción canónica -y con ella el proceso entero- se convertiría en una exi-
gencia del derecho a la tutela. Adelanto ya que la respuesta es positiva; en 
efecto, el fiel goza del derecho fundamental a reclamar y defender sus 
legítimos intereses mediante un proceso, que además esté realizado con 
corrección técnica, y dé cauce a las necesidades de resolver los posibles 
conflictos surgidos en el entrelazado de las relaciones jurídicas. 
En el primer apartado, a través de algunas cuestiones previas -como 
la formación del c. 221 o la terminología más apropiada para denominar 
este derecho- se introduce el análisis de la tutela. Nos hemos detenido 
especialmente en la formación del canon, a través de los diversos pro-
yectos de la LEF, hasta culminar en los cc. 221 del CIC y 24 del CCEO; 
como veremos, el proceso de codificación de ambos cánones arroja luces 
sobre el concepto mismo de tutela. 
Afrontamos a continuación, dentro del mismo apartado, el objeto del 
derecho a la tutela. Una cuestión relevante hemos querido estudiar de 
manera especial en este capítulo; me refiero a la posibilidad de que el 
derecho a la tutela también abarque a las garantías extraprocesales. Mi 
opinión al respecto es afirmativa; y por ello, me pareció necesario dete-
nerse en la relación que los principales medios de tutela por vías no 
judiciales guardan con el c. 221. Además, las distintas formas de tutela en 
las relaciones con la administración -a través del recurso jerárquico y por 
la vía contenciosa administrativa- tienen su origen en el c. 221. Se trata de 
una cuestión que, como veremos, ha adquirido últimamante especial 
actualidad; he procurado que quedara reflejada con suficiente amplitud. 
El derecho de acción ha sido tratado, en el segundo apartado, de 
acuerdo con la perspectiva que impone el c. 221; retomamos aquí la polé-
mica sobre la distinción de la acción y el derecho subjetivo, no con la 
finalidad de «resucitar» una cuestión ya abandonada, sino porque nos 
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parece útil para enfocar el derecho de acción: de esta manera queda patente 
que la perspectiva de los principales autores que han tratado este tema ha 
sido la de garantizar una auténtica protección de los derechos e intereses 
legítimos de los fieles. 
y fue precisamente el derecho a la tutela, y su relación con la posi-
bilidad de distinguir la acción y el derecho subjetivo, el que me orientó a 
pensar en la posibilidad de considerar la existencia del derecho al proceso, 
cuyo contenido fuera la sentencia. En el tercer apartado analizamos 
diversas cuestiones sobre el derecho al proceso, como son: el papel 
determinante que desempeña en relación a la tutela efectiva -y de ahí la 
protección que el ordenamiento le otorga a través de la nulidad insanable 
de la sentencia, prevista en el c. 1620, 7°-; la naturaleza y exigencias que 
dimanan de su reconocimiento; etc. 
Una vez descrito el derecho al proceso como derecho de los fieles a 
obtener una sentencia de fondo, hacía falta cubrir los actos previos al 
decreto de admisión de la demanda. De esta manera llegué al último 
apartado -el cuarto-, sobre el derecho de acceso a los tribunales. En él se 
estudia su concepto y naturaleza, y la necesidad de conjugar el derecho de 
acceso con la prescripción legal de que la demanda -según expresión 
clásica- tenga fumus boni iuris. 
A 10 largo de este entreverado camino no han faltado dificultades. La 
primera vino propiciada precisamente por la misma estructura del trabajo. 
A veces, mientras redactaba el presente trabajo, tal cantidad de derechos 
-el de tutela, la acción, el del proceso, etc.-, me parecía excesiva para 
describir una realidad, como es el proceso, que se presenta homogénea y 
nítida en cuanto a sus fines institucionales. Me ha parecido, sin embargo, 
conveniente el estudio de cada uno de estos derechos, tanto para cooperar 
a la puesta en práctica de la tutela de los fieles, como -y esto me parece lo 
más importante- para contribuir a que la Iglesia sea el reflejo fidedigno de 
la virtud de la justicia, tal como quiere el Santo Padre y todos deseamos. 
Añadida a la apenas descrita, se sumó durante toda la investigación la 
dificultad que comportó no hallar, en la doctrina canónica, uniformidad 
terminológica cuando se trata del derecho a la tutela. En buena parte he 
debido realizar una labor de deslinde terminológico, para poder encontrar 
la noción de derecho que había detrás de ciertas expresiones que, por 
utilizarse indistintamente y a veces con poco rigor técnico-jurídico, conte-
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n(an realidades diversas. Así, derecho al proceso, o derecho a la defensa, 
o derecho a la tutela, pueden querer decir -incluso en un mismo artículo-
derecho al proceso, derecho a la tutela o derecho a la defensa. 
1. EL DERECHO A LA 11JTELA 
En una primera impresión, la tutela jurisdiccional se puede definir 
como la garantía jurídica que protege todos los derechos de los fieles1• Se 
trata de un canon con un contenido muy amplio, como veremos a lo largo 
de este apartado, y con consecuencias muy ricas, no sólo para el derecho 
de acción, sino también para todos los derechos de carácter procesal 
conectados con éste, y para todos los que suponen garantía de la defensa 
de los derechos de los fieles. 
El primer tema en el que nos parece oportuno detenemos es su deno-
minación. Muchos autores lo llaman «derecho a la defensa»2, mientras 
que en otros lugares la garantía que este canon ofrece se llama «tutela» de 
los derechos3. En ocasiones, cuando se habla del derecho a la defensa, se 
1. Por este canon «se reconoce el derecho a la protecci6n judicial de los derechos», 
según J. HERVADA, sub c. 221, en AA. VV., Código de Derecho Canónico, edición anotada a 
cargo del Instituto Martfn de Azpilcueta, Pamplona 1985, p. 179. De acuerdo con J. MAN-
ZANARES, sub c. 221, en AA. VV., Código de Derecho Canónico, edición anotada a cargo de 
profesores de Derecho Canónico de la Universidad Pontificia de Salamanca, Madrid 1986, 
p. 141, «tres garantías importantes para la seguridad jurídica de los fieles recoge este 
canon». 
2. Cfr. entre otros F. DANEELS, De iure defensionis. Brevis commentarius ad allocu-
tionem Summi Pontificis diei 26 ianuarii 1989 ad Rotam Romanam, en «Periodica de re 
morali, canonica, Iiturgica» 79 (1990), pp. 243-246; G. ERLEBACH, Le fattispecie di 
negazione del diritto di difestJ causanti la nullita della sentenza (parte statica), en «Monitor 
ecclesiasticus» 114 (1989), pp. 495-556; C. GULLO, Diritto di difesa o difesa del diritto?, en 
«11 diritto di famiglia e delle persone» 6 (1977), pp. 294-328. En 1987 la ASSOCIAZIONE 
CANONISTICA ITALIANA celebró su XIX Congreso, cuyas actas, bajo el título 1I diritto alla 
difesa neU'ordinamento canonico fueron publicadas en «Monitor ecclesiasticus» 113 
(1988). Posteriormente fueron editadas de nuevo, en un volumen independiente, por la 
Libreria Editrice Vaticana, también en 1988, con el mismo título. 
3. Valga por todas las citas el principio séptimo de los diez que se aprobaron para la 
Revisión del Código, que hablaba del «principium tutelae iuridicae»: Principia quae Codicis 
luris Canonici recognitionem dirigant, en «Cornmunicationes» 1 (1969), p. 83. O también, 
referido expresamente a nuestro canon: la Relación que acompañó al Textus prior de la LEF, 
comentando el actual c. 221 del CIC: «Canon ergo respicit tutela iurium»: PONTIFICIA 
COMMISIO Coma IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema Legis Ecclesiae Fundamentalis 
cum relatione, Typis Polyglottis Vaticanis 1969, p. 15. 
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suele hacer referencia a las garantías de carácter procesal que constituyen 
un derecho del fiel4• Otras veces, sin embargo, se refieren a los derechos 
procesales que el ordenamiento concede para la defensa de los fieles, 
como la acción y la excepci6n5• 
En este trabajo me referiré al derecho a la tutela, como derecho que 
contiene todas las garantías -procesales o no-, que protegen los derechos 
de los fieles; y al derecho al proceso, como veremos más adelante, en 
cuanto derecho a obtener una sentencia con cualquier contenido. 
A. Carácter pastoral del derecho a la tutela 
1. El fin de la «salus animarum» 
La finalidad inmediata del derecho can6nico viene determinada por el 
principio de la salus animarum, que sirve además como fundamento de 
distinción entre el proceso can6nico y el civil6. La salus animarum es un 
pilar básico que, aunque sólo ha sido positivado de forma solemne en el 
reciente Códig07, claramente ha inspirado y vivificado desde siempre en 
4. Es muy claro en el Discurso del Romano Pontífice a la Rota del 1989: después de 
comentar la importancia del «derecho a la defensa» en el CIC y en el CIC 17, dice: «non si 
pub concepire un giudizio equo senza il contradittorio, cioe senza la concreta possibilita 
concessa a ciascuna parte nella causa di essere ascoltata e di poter conoscere e contraddire le 
richieste, le prove e le deduzioni adotte dalla parte avversa o «ex officio»»: JUAN PABLO n, 
Discurso a la Rota Romana. 26.1.1989, en «AAS» 81 (1989). p. 923. Y más claro aún: «Le 
partí possono rinunziare all'esercizio del diritto di difesa, nel giudizio contenzioso» 
(p. 923). Cuando el Papa aquí habla del derecho a la defensa, no se está refiriendo a la tutela 
de los derechos, porque entonces no habría juicio contencioso. 
5 . R. J. CASTILLO LARA, La difesa dei diritti nell'ordinamento canonico, en AA. VV., 
11 diritto alla difesa nell'ordinamento canonico, Citta del Vaticano 1988, p. II: «L'azione pub 
essere intesa tuttavia in senso lato como il riconoscimento legale del diritto aUa difesa». Y 
un poco más abajo, en la misma página: «Anche l'exceptio o exclusio actionis altro non e 
che espressione processuale del diritto di difesa». 
6. F. DELLA ROCCA, Principi ed equilibri tipici del diritto processuale canonico, en 
ID., Nuovi saggi di diritto processuale canonico, Padova 1988, p. 21: «Tra i principi dei 
quali qui si parla eccelle quello che vuole il processo canonico strumento di salvezza delle 
anime». Y en el mismo lugar, supra: «Una tipica caratteristizazzione al confronto coi siste-
mi processuali inseriti ed operanti nell'ordinamento statuale». 
7 . DELLA ROCCA, que es probablemente uno de los canonistas que más han estudiado 
este tema, destacaba precisamente. bajo el régimen del CIC 17, que nunca había sido posi-
tívado: Ibidem, p. 21: «E questo, un principio che non risulta essere mai stato solennemente 
canonizzato». Actualmente se encuentra en el c. 1752. 
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el Derecho can6nico las normas fundamentales y los institutos más 
importantes. El fin de la salus animarum no es una característica peculiar 
s610 del derecho procesal. Al contrario, es común a todo el ordenamiento 
can6nico, de manera que lo distingue claramente del ordenamiento civil8. 
Ello quiere decir que si «la realidad del enfrentamiento es una exigen-
cia permanente y condicionante de la existencia misma del proceso»9, la 
funci6n judicial se arbitra en la Iglesia para dar soluci6n a esas situaciones 
de enfrentamiento -no deseables desde una perspectiva cristiana- a través 
de los medios propiciados por el derecho a la tutela. 
2. El derecho a la tutela, como instrumento delfin de la «salus 
ammarum» 
Del fin de la salus animarum se deriva para la Iglesia un interés hacia 
la protecci6n de todo aquello que guarde relaci6n con la salvaci6n de las 
almas. Y por ello, existen diferencias entre la tutela de los derechos en la 
Iglesia y en el Estado. 
No debe perderse de vista que en las dimensiones societaria, 
comunitaria y de Pueblo de Dios de la Iglesia, todos los fieles -sean o no 
Jerarquía- tienen los mismos fines 10. De manera que no se puede concebir 
la existencia de derechos individualistas, ajenos a los intereses de toda la 
comunidad de fieles ll . Junto a esta realidad, existen sí derechos subjeti-
vos y privados que subrayan la libertad -que Cristo nos gan6 en la Cruz-
con que cada fiel asume su camino y situaci6n en el Pueblo de Dios. Estos 
derechos, sin embargo, no están al margen del fin que mueve a la Jerar-
quía -la salus animarum- pues participan de él y a él tienden en armonía 
8. P. FEDELE, Presentazione, en Ibidem, p. VII, habla del «ineolmabile soleo ehe 
divide l'ordinamento eanonieo dall'ordinamento eivile», refiriéndose al principio de la salus 
animarum. 
9. C. DE DIEGO-LORA, lA función de justicia en la Iglesia, en ID., Estudios de derecho 
procesal canónico, t. III, Pamplona 1990, p. 356. 
10. Cfr. A. BLASI, II dirillo alla difesa come dirillo fondamentale nell'ordinamento 
canonico, en «11 dirítto ecclesíastieo»98 (1987), p. 63. 
11. «Parlare di diriUi soggetivi, privati, ispirati all'individualismo, a prineipi 
antiautoritari e libertari, vuol dire parlare di diritti fondamentali dell'uomo come e visto dagli 
ordinamenti laiei, ma e una visione antitetiea ai diritti fondamentali del fedele»: Ibidem, 
pp. 61-62. 
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con los intereses de la Iglesia12• Estos principios distinguen plenamente el 
fundamento de todos los derechos fundamentales, de los correspondientes 
en el derecho de los Estados. Esta doctrina es plenamente aplicable al 
derecho a la tutela 
En efecto, en el ordenamiento estatal, al ciudadano se le otorga un 
derecho a defenderse de los demás ciudadanos o también del propio 
Estado, es un derecho que se dirige contra ellos. En la Iglesia predomina 
siempre el interés público en el fin institucional: el derecho a la tutela se 
configura, igual que en la sociedad civil, para impedir abusos de otros 
fieles o de la autoridad, pero no con la finalidad exclusiva de defender la 
posición propia, sino para reconstruir la armonía rota por la contro-
versia13• 
3. Funciones pastorales del Derecho a la tutela 
Se debe recordar que el carácter pastoral del nuevo Código quedó 
recogido en el tercero de los Principia para la renovación del Derecho 
canónico. De acuerdo con él, en las nuevas leyes de la Iglesia debía 
quedar patente el espíritu de caridad y moderación que distinguen el orde-
namiento canónico14• 
12. BLASI propone el ejemplo de las asociaciones: en el Estado una intervención en las 
asociaciones sería calificada de dirigismo, porque cada una de ellas tiene un interés .propio, 
que no corresponde necesariamente con el del Estado: «L'interesse delle associazioni 
cattoliche coincide in vece con quello della Chiesa intera. ognuna, nelle diverse condizioni, 
realizza o cerca almeno di perseguire il fine comune a tutti i fedeli>.: Ibidem, p. 63. 
13. Ibidem, pp. 63-64: «Per il diritto alla difesa non si pub parlare di diritto 
individuale: lo stato garantisce. con questo principio, delle posizioni che appartengono 
all'uomo nei confronti degli al tri uomini e nei confronti dello stato stesso; la Chiesa invece, 
usa lo strumento della difesa per impedire abusi delle autorita ecclesiastiche, o di altri fedeli, 
non per difendere una posizione, bensi per ricostruire l'armonia interrotta dalla nascita della 
controversia. La soluzione del conflitto assume cosi la figura di un passo ulteriore verso la 
salus animarum». 
14. Principia quae Codicis luris Canonici recognitionem dirigant ...• cit. p. 79: «In 
legibus Codicis Iuris Canonici elucere debet spiritus caritatis, temperantiae. humanitatis ac 
moderationis. quae, totidem virtutes supernaturales, nostras leges distinguunt a quocumque 
iure humano seu profano» . Acerca del contexto histórico del tercer Principio para la 
codificación. cfr. T. RINCÓN-PÉREZ. Juridicidad y pastoralidad del derecho can6nico 
(Reflexiones a la luz del discurso del Papa a la Rota Romana de 1990), en «Ius canonicum» 
31 (1991), pp. 239-241. 
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Para cumplir este objetivo, los Padres sinodales establecieron que en 
los nuevos Códigos -el latino y el oriental- debía fomentarse no sólo la 
justicia, sino también la equidadl5. Pero no puede olvidarse que la 
dimensión pastoral y la jurídica se dan inseparablemente unidas en la 
Iglesia; hay entre ambas una armonía que deriva de su común finalidad, la 
salvación de las almasl6• 
De esta doctrina se pueden extraer unas consecuencias importantes: la 
sociedad eclesiástica no puede subsistir sin su dimensión jurídica. El 
derecho no debe hacerse menos jurídico, para que sea más pastoral. Se 
deben usar y aplicar todas las manifestaciones de flexibilidad que distin-
guen al ordenamiento canónico; pero se deben respetar las exigencias que 
derivan de la justicia, que por razones pastorales nunca se deben negar. 
De esa manera, se podrá comprender mejor la armonía entre justicia y 
misericordia, tema tan tratado por la doctrina canónica y teológical7. 
B. El «iter» del canon 221 en el CIC 
El actual canon 221 del CIC fue elaborado en el seno de las diversas 
comisiones encargadas de desarrollar los sucesivos esquemas de la LEF, 
de donde pasó, en su última versión, al CIC, y posteriormente al CICO. 
En este apartado estudiaremos cada una de las fases de redacción del 
canon, durante el largo procedimiento codificador. 
l. Las primeras elaboraciones en la LEF 
Una de las primeras tareas del Coetus centralis fue la aprobación de 
un documento que contenía diez principios para la revisión del derecho 
15. Principia quae Codicis luris Canonici recognitionem dirigant ... , cit., p. 79: ..:In 
iure condendo Codex non tantum iustitiam sed etiam sapientem aequitatem colat». 
16. JUAN PABLO n, Discorso alla Rota Romana 1990, en ..:Communicationes» 22 
(1990), p. 5: ..:La dimensione giuridica e quella pastorale sono inseparabilmente unite nella 
Chiesa pellegrina su questa terra. Anzitutto vi e una loro armonia derivante dalla comune 
finalita: la salvezza delle anime». 
17. Cfr. Ibidem, pp. 4-5. El Sumo Pontífice dedica buena parte del Discurso de 1990 a 
la Rota Romana a exponer esta doctrina, que yo he ofrecido en sus conclusiones. Pienso, sin 
embargo, que se puede destacar una frase, que es como el resumen de esta parte del citado 
discurso: .. Ogni contrapposizione tra pastoralita e giuridicita e fuorviante»: Ibidem, p. 5. 
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canónico, que presentó al Sínodo para su examen18• De los diez princi-
pios, dos se refieren a la tutela de los derechos: el sexto, que pide que se 
definan los derechos y deberes de los fieles, y el séptimo, que dispone 
que se proclame el principio de tutelajurídica19• 
La primera enunciación conocida del derecho a la tutela aparece en el 
c. 21 del llamado Textus prior, con el siguiente texto: 
«1. Christifidelibus competit ut iura quibus in Ecclesia gaudent legiti-
me defendant in foro ecclesiastico, et quidem via iudiciali necnon, in casi-
bus iure definitis, via administrativa, ad normam sacrorum canonum. 
2. Christifidelibus ius est quoque ut, si ad iudicium ab auctoritate 
ecclesiastica vocentur, iudicentur servatis iuris praescriptis, cum aequitate 
applicandis»20. 
La Relatio que acompañaba al texto explica que la intención del pri-
mer párrafo es conceder siempre recurso judicial a los fieles, y en ciertos 
casos, también recurso administrativo, pero con prevalencia del recurso 
judicial. La intención del segundo párrafo es conceder el derecho a ser 
juzgado por un tribunal competente, y otorgar a la equidad el carácter de 
criterio interpretativo en la apli~ación de las normas jurídicas21 • Se debe 
destacar que se hace una referencia explícita a la doble vía, administrativa 
y judicial, de la tutela jurídica 
En 1971 se publicó un nuevo esquema, denominado Textus emenda-
US, una vez recibidas las sugerencias de diversos organismos22• En él, el 
derecho de tutela se encuentra con idéntica redacción que antes, numerado 
ahora como c. 20. Aparece además a continuación un nuevo canon: 
18. El Sínodo se reunió en Roma entre el 30 de septiembre y el4 de octubre de 1967: 
cfr. «Communicationes» l (1969), que ofrece el documento Principia quae 90dicis luris 
Canonici recognitionem dirigant (pp. 77·85), así como la Relación del Cardenal Felici al 
Sínodo (pp. 86-91), las Respuestas de los Padres sinodales (pp. 92-98) Y el resultado de las 
votaciones (pp. 99-100). 
19. Se puede ver en «Communicationes» 1 (1969), pp. 82-83. 
20. PONTIFICIA COMMISIO CODICI IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema Legis 
Ecclesiae Fundamentalis cum Relatione, Typis Polyglottis Vaticanis 1969, p. 15. 
21. Ibidem, p. 85. 
22. Cfr. PONTIFICIA COMISSIO ComCI IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema Legis 
Ecclesiae Fundamentalis. Textus emendatus cum relatione de ipso Schemate deque emenda-
tionibus receptis, Typis Polyglottis Vaticanis 1971, p. 19. La edición incluye el Textus 
prior y su Relatio. 
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«Nemo puniri potest nisi in casibus ipsa lege definitis atque modo ab 
eadem determinato»23. 
Dado que no se produjo ninguna alteración en el c. 20, podemos 
deducir que no se debió sugerir ninguna modificación por parte de los 
organismos a quienes fue enviado, o al menos que fueron de poca entidad 
las que se hicieron. 
En 1973 fue presentado un nuevo esquema. El c. 21 aparece así: 
«Christifidelibus ius est ut poenis canonicis non plectantur, nisi ad 
normam legis». 
Por su parte, el c. 22 quedó como sigue: 
«1. Christifidelibus competít ut iura quibus in Ecc1esia gaudent legiti-
me vindicent atque defendant in foro competenti ecc1esiastico, et quidem 
via iudiciali necnon, in casibus iure definitis, via administrativa, ad nor-
mam iuris. 
»2. Christifidelibus ius est quoque ut, si ad iudicium ab auctoritate 
competenti vocentur, iudicentur servatis iuris praescriptis, cum aequitate 
applicandis»24. 
Tal esquema a continuación fue sometido a una última revisión, por 
deseo del Romano Pontífice. Fue enviado a todos los Miembros de la 
Pontificia Comisión para la Revisión del CIC y del CICQ25. Una vez 
recibidas las animadversiones de los Miembros de ambas Comisiones, el 
Coetus mixtus dedicó dos sesiones a su estudi026. 
23. PONTIFICIA COMISSIO CODlCl IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema Legis 
Ecc/esiae Fundamentalis. Textus emendatus cum relatione de ipso Schemate de que emenda-
tionibus receptis. Typis Polyglottis Vaticanis 1971, p. 19. D. CENALMOR, La Ley Funda-
mental de la Iglesia. Historia y análisis de un proyecto legislativo, Pamplona 1991, p. 48, 
nota 49, observa que se trata del único canon nuevo. 
24. El texto de los cánones los hemos obtenido del texto presentado a la discusión en 
la sesión del 24 al 29 de septiembre de 1976: cfr. «Communicationes» 12 (1980), .p. 40; 
teniendo en cuenta que en la sesión de 1974 no fueron modificados: cfr. «Communicationes» 
8 (1976), pp. 78-108. Con los datos de que disponemos no es posible saber si los cambios 
que se observan en el texto fueron introducidos por el Coetus parvus en el esquema de 1973, o 
por el Coetus specialis en la séptima sesión; por eso estudiamos ambas instancias conjun-
tamente. 
25 . «Menti Summi Pontifici obsequendo, schema Legis Ecclesiae Fundamentalis, a 
speciali Coetu mixto Consultorum per decem Sessiones studii iuxta animadversiones 
Episcoporum accurate emendatum, examini denique subiectum est ab omnibus Sodalibus sive 
Pontificiae Comissionis CIC recognoscendo sive Pontificiae Comissionis CICO 
recognoscendo»: «Communicationes» 12 (1980), p. 25. 
26. Cfr. Ibidem, pp. 25-26 Y 453. 
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El objetivo de una revisión final, por el Coetus y por los Miembros 
de las dos Comisiones, no era el de modificar el esquema, sino de 
perfeccionar el texto antes de entregarlo al Romano Pontífice para su 
defmitiva aprobación. Esto lógicamente se debe entender como que no se 
pretende modificar cuestiones de fondo, una vez que el esquema ha sido 
adecuado al sentir del Episcopado universal, sino simplemente una revi-
sión final del texto para mejorar su redacción y su aspecto técnic027. 
Respecto al c. 22, un Consultor propone suprimir la referencia a la 
doble vía de la tutela, es decir, la expresión «et quidem via iudiciali 
necnon, in casibus iure definitis, via administrativa». Realizada la vota-
ción, 8 están de acuerdo y 2 en contra28. El c. 22 queda, por lo tanto, 
redacléldo de la siguiente manera: 
«1. Christifidelibus competit ut iura quibus in Ecclesia gaudent legi-
time vindicent atque defendant in foro competenti ecclesiastico ad normam 
iuris. 
»2. Christifidelibus ius est quoque ut, si ad iudicium ab auctoritate 
competenti vocentur, iudicentur servatis iuris praescriptis, cum aequitate 
applicandis»29. 
En cuanto al c. 21, fue largamente discutido, aunque no se llegó a 
modificarl03o• 
A principios de 1981, ya terminado el esquema definitivo, fue 
presentado al Romano Pontífice para su posible aprobación. En Marzo se 
conoció que la decisión fue no promulgarl031 • 
27. «Nostri igitur Coetus tantummodo es (sic) observationes a Sodalibus duarum 
Commisionum peractas examinare. ita ut schema adhuc ulterius perficiatur antequam tradatur 
Supremo Ecclesiae universae Legislatori. Quapropter. etsi aliqua habeatur animadversio 
quoad Legis Ecclesiae Fundamentalis apparandae.haec quaestio non amplius ponitur. quia 
soluta iam fuit post consultationem universi Episcopatus catholici. Neque labor noster est 
schema penitus mutare. sed perficere textum iam post tot consultationes emendatum,.: 
Ibidem. p. 25. 
28. Cfr. «Communicationes,. 12 (1980). p. 42. 
29. El texto lo hemos obtenido del sometido a votación en esta Sesión. una vez 
quitadas las palabras que se decidieron suprimir: cfr. Ibidem. p. 42. 
30. Cfr. Ibidem. p. 41. 
31. Un resumen de los hechos sucedidos en esos tres meses lo encontramos en 
F. D'OsTILlo. La storia del nuovo Codice di diritto Canonico. Citta del Vaticano 1983. 
p. 48. En D. CENALMOR. La Ley Fundamental de la Iglesia ...• cit.. pp. 103-106. se indica que 
probablemente algunos Prelados de lengua inglesa -irlandeses y norteamericanos- pidieron 
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2. De la LEF al Código de Derecho Canónico 
Corno consecuencia de la decisión de no promulgar la LEF se pro-
ducían lagunas en los demás proyectos, puesto que los esquemas de los 
diversos Coetus se habían remitido a la LEF. Para evitar estos problemas, 
se decide seleccionar algunos cánones de este texto para insertarlos en el 
CIC32. El c. 22 aparece en el nuevo texto corno c. 222, y tiene la misma 
redacción anterior, que fue la definitiva. El c. 21 -ahora, c. 221- queda 
formulado de manera distinta: 
«Christifidelibus ius est ne poenis canonicis nisi ad normam legis 
plectantur» . 
La variación por tanto consistió en sustituir la expresión «ut non» por 
<<ne»,la cual no cambia el sentido del canon. Se produce por lo tanto una 
mejora estilística. Esta redacción, por lo demás, será ya la definitiva33. 
Faltaba sin embargo una última variación, de orden sistemático, que 
afectó a ambos cánones, y fue precisamente la de refundirlos en uno 
so1034; el anterior c. 221 pasa a ser el párrafo tercero del c. 222, nume-
rado ahora corno c. 221. De esta manera, se llega al texto que fue pro-
mulgado. 
En el CICa se introdujo el c. 24, redactado de la siguiente manera: 
«1. Christifidelibus competit, ut iura, quae in Ecclesia habent, legi-
time vindicent atque defendant in foro competenti ecclesiastico ad normam 
iuris. 
»2. Christifidelibus ius quoque est, ut, si ad iudicium ab auctoritate 
competenti vocantur, iudicentur servatis iuris praescriptis cum aequitate 
applicandis. 
que no se promulgara la LEF. No se indica. de todas maneras. la influencia de esta petición en 
la decisión final. ni tampoco sus motivos. 
32. Cfr. F. D:OSTILIO. La sloria del nuovo Codice .. .. cit.. p. 47. Los cánones que se 
debían añadir se pueden encontrar como Appendix en .. Communicationesl> 16 (1984). 
pp . 91-99. 
33. Esta modificación la hemos obtenido comparando el texto del esquema de 1976 
según la última versión dada por el Coelus Mixlus. y el Schema Novissimum. 
34. Se puede observar comparando el Schema Novissimum con el texto promulgado. 
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»3. Christifidelibus ius est, ne poenis canonicis nisi ad normam legis 
puniantur»35. 
C. Naturaleza del derecho a la tutela 
Se puede considerar como opinión común entre los canonistas que el 
derecho a la tutela en el ámbito procesal se funda en el derecho natural36. 
La doctrina pone de relieve que a todo derecho le debe corresponder tutela 
jurídica. Pero el derecho natural no especifica cuál deba ser la tutela 
concreta que se puede conceder; esa es misión del derecho positivo37, 
aunque la tutela que habitualmente concede es la acción38. 
Un punto controvertido es la consideración del derecho a la tutela 
como derecho fundamental. Entendemos por tales aquellos derechos 
constitucionales, inherentes o innatos al ser sobrenatural, que el bautismo 
comunica al hombre39. Las discusiones se han centrado en la dificultad de 
aceptar en la Iglesia unos derechos fundamentales, cuyos ongenes histó-
ricos están ligados a concepciones individualistas, y se basan en la tensión 
entre el individuo y el Estad040; pero en la Iglesia estas tensiones institu-
35. Cfr. CODEX CANONUM ECCLESIARUM ORIENT AUUM. AUcrORIT ATE IOANNIS P AUU PP. 
n PROMULGATUS. en «AAS» 82 (1990). p. 1064. 
36. R. 1. CASTILLO LARA. La difesa dei diritti nell'ordinamenlo canonico ...• cit.. p. V: 
«Si puo ritenere una opinione comune tra i canonisti che il diritto alla difesa nell'ambito 
processuale. si fondi sullo stesso diritto naturale». Al hablar de «derecho a la defensa». se 
refiere aquí al derecho a la tutela: cfr. Ibidem. p. 11. Son interesantes las diferentes citas que 
corroboran esta opinión: cfr. Ibidem. p. V. 
37. M. CONTE A CORONATA.lnstitutiones luris Canonici. vol. m: De Processibus. 
Taurini 1956. p. 114: «Iure naturali omnia iura defensione aliqua gaudere debent. secus iura 
non essent; at specialem tuitionem in iudicio forma et modo determina tus ius naturale non 
concedit; id facit ius positivum». 
38. F. ROBERTI. De Processibus. t. l. In Civitate Vaticana 1956. p. 63: «Codex 
plerumque iura actionibus protegit; nec mirum. cum actio nata sit defendenda iura». 
39. J. HERVADA. Los derechos fundamentales del fiel a examen. en «Persona y 
Derecho. Suplemento 'Lex Nova' de Derechos fundamentales del fiel» 1 (1991). p. 241: «Los 
derechos fundamentales del fiel son: a) derechos inherentes o innatos -jura natjva- al ser 
sobrenatural que el bautismo comunica al hombre; y b) son constitucionales». 
40. R. J. CASTILLO LARA. Diritti e doverj dej Christifideles. en AA. VV., Ilajci nel 
djrjtlo della Chjesa. Citta del Vaticano 1987. p. 27: «Risulta difficile purificarla non solo 
dalla matrice ideologica nella quale e nata ma anche dalla stessa concezione individualista 
che le e propria e dalla situazione di tensione e conflitto tra l'individuo e lo Stato ad essa 
soggiacente». 
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cionalmente no se dan, pues la potestad eclesiástica es ante todo función 
de servici041 . 
Frente a ello pienso que se puede decir que sí es posible hablar de 
derechos fundamentales del fiel. Es cierto que la teoría canónica de los 
derechos fundamentales ha nacido paralela a la teoría civil, lo cual puede 
provocar malentendidos: 
«El malentendido ha consistido en pretender que la teoría y la praxis 
de los derechos humanos se apliquen en bloque a la Iglesia. lo cual sí es 
un error. Los derechos humanos y los derechos fundamentales del fiel 
son dos categorías heterogéneas. Eso no quiere decir que algunos -y sólo 
algunos- derechos naturales no tengan vigencia en la Iglesia»42. 
En cuanto a la posibilidad de calificar el derecho a la tutela como 
derecho fundamental, tampoco es pacífica la doctrina: según algún autor, 
para poder aplicar esta categoría a la Iglesia se debe observar cómo se ha 
actuado este derecho en la historia del ordenamiento canónico; y en la 
Iglesia no siempre se ha garantizado de la misma manera el derecho a la 
tutela43. 
En mi opinión, se puede decir que es cierto que en la legislación 
positiva a veces no se han reconocido algunos aspectos concretos del 
derecho a la defensa, pero no es sólo el aspecto positivo-legal el que se 
debe mirar en la legislación canónica44. En definitiva, pienso que se 
41. Ibidem, p. 27: «11 fedele non si colloca istituzionalmente di fronte ai Pastori in 
una situazione di conflitto e neppure di tensione perché questi prima di un potere da esercitare 
rappresentano un servizio da prestare». 
42. J. HERVADA, Los derechos fundamentales ... , cit., p. 220. 
43. C. GULLO, 1I diritto di difesa fra vecchia e nuova legge canonica. en «11 diritto di 
famiglia e delle persone» 14 (1985), pp. 117-118: «Perché un diritto possa qualificarsi come 
«fondamentale», avente la sua radice nel diritto naturale, bisogna osservare come quel diritto 
si attegi nell'ordinamento ( ... ), nei diversi momenti storici». Y un poco más abajo, p. 118: 
«11 problema e che nell'ordinamento canonico, pero, non solo nel passato, ma anche nei 
tempi recen ti e perfino nella legislazione vigente, la difesa della parte non e garantita 
sempre né allo stesso modo». Este artículo reproduce ideas de otro anterior, en que aplicaba 
esta doctrina al CIC 17 y a los esquemas del nuevo Código: cfr. ID., Diritto di difesa: un 
diritto fondamentále inesistente, en «11 diritto ecclesiastico» 91 (1980), pp. 218-243. 
44. Según M. CARDINALE, 1I diritto al/a difesa nel sistema di giustizia amministrativa, 
en «Ephemerides luris canonici» 39 (1983), p. lOS, nota 3, esta postura tiene el problema de 
«rischiare di sconfinare dall'aderenza alle norme di legge, nel positivismo giuridico». Este 
artículo se trata de un interesante estudio, que tiene la finalidad de «prendere posizione 
rispetto ad una certa corren te rotale, che trova la sua sintesi nel GULLO,. (p. 104), citando a 
pie de página el segundo artículo de este autor del que dimos cuenta en la nota anterior. 
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puede decir que «efectivamente, el derecho a la tutela jurídica y eficaz, 
imparcial y justa de los propios derechos es un derecho de rango funda-
menta1»45. 
Como conclusión, pienso que se puede afirmar, de acuerdo con el 
magisterio del Sumo Pontífice, que la Iglesia, que siempre ha afirmado y 
promovido los derechos de los fieles, en el nuevo Código ha promulgado 
como una Carta Fundamental de estos derechos, ofreciendo las oportunas 
garantías jurídicas de protección, y de tutela adecuada46. 
D. El fundamento del derecho a la tutela 
Para poder estudiar el fundamento del derecho a la tutela, de acuerdo 
con lo que acabamos de decir, se debe tener en cuenta el carácter socie-
tario de la Iglesia. Por ser sociedad, en la Iglesia se producen relaciones 
jurídicas de muchos tipos: 
«Dentro de un ordenamiento jurídico ya estructurado, el derecho 
subjetivo necesita la existencia de algún mecanismo de defensa para ser 
utilizado en caso de que el ejercicio de ese derecho sea resistido. Un de-
recho que se desenvuelve en el contexto de un orden jurídico debe nece-
sariamente contar con el respaldo y la protección del ordenamiento»47. 
Con el derecho de tutela se pretende acudir a esta necesidad de 
protección. El ordenamiento ofrece medios diversos para ello; «optar por 
la implantación de unos u otros corresponde no al fiel, sino al gober-
nante»48. Sin embargo, ¿el modo que se escoja es indiferente? Pienso que 
no. En el proceso se dan unas garantías que lo hacen especialmente apto 
45. L. MADERO, Tiempo y proceso, en AA.VV., Les Droits Fondamentaux du Crétien 
dans I'Église et dans la Société (Actes du IVe Congres International de Droit Canonique), 
Fribourg 1981, p. 583 
46. JUAN PABLO n, Discorso alla Rota Romana (26./1.1983), en «AAS» 75 (1983), 
p. 556: «La Chiesa ha sempre affermato e promosso i diritti dei fedeli, ed anzi nel nuovo 
Codice ne ha sempre promulgato come una 'Carta fondamentale', offrendo, nella linea di 
auspicata reciprocita tra diritti e doveri iscritti neBa dignita deBa persona del 'Christijidelis', 
le opportune garanzie giuridiche di protezione e di tutela adeguata». 
4 7 . 1. 1. ARRIET A, Oportunidad de la tutela procesal de los derechos fundamentales de 
los fieles, en AA. VV., Les Droits Fondamentaux ... . cit., p.475. 
48. L. DE ECHEVERRfA, La defensa procesal del Derecho, en AA. VV., Acta Congressus 
intemationalis iuris canonici (25-30 sept. 1950), Romae 1953, p. 64. 
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como medio de defensa de los derechos e intereses del fie149, dando lugar 
a que las diferencias entre el proceso y el procedimiento administrativo 
sean esenciales, no meramente de grad050• Se puede afirmar que sólo el 
proceso judicial es el verdaderamente adecuado para tutelar los derechos 
de los fieles51 . 
Los demás medios de tutela extraprocesales son válidos en la medida 
en que cumplan su misión, es decir, en que garanticen la defensa de los 
derechos. Por lo tanto, tampoco se puede decir que la tutela por medios 
administrativos sea inadecuada o ineficaz. En conclusión, no es indife-
rente que el legislador escoja una tutela administrativa, pero tampoco se 
debe rechazar; es más, a veces puede ser preferible o aconsejable52• 
E. Titularidad del derecho a la tutela 
El c. 221 en su tenor literal es claro, puesto que atribuye el derecho 
que enuncia a los christifideles. Pero surge inmediatamente la cuestión de 
cuál es el alcance de este derecho, en los que no son fieles. Se trata de un 
problema, estudiado en bastantes ocasiones, referidas al derecho de 
acción antes de 1983, y en relación con el c. 221 actualmente, y al que se 
han dado diversidad de soluciones doctrinales. 
1. La titularidad del fiel 
Desde el punto de vista del derecho POSItiVO, la atribución de 
titularidad al fiel y su fundamento en el bautismo quedan confirmados de 
manera clara por el c. 96, que al conceder la cualidad de persona al 
49. El tema ha sido ampliamente estudiado por J. 1. ARRIETA. Oportunidad de la tutela 
procesaL .• cit.. pp. 475-485. Aquí ofreceremos las conclusiones de este trabajo. 
50. Ibidem. p. 480: «Decimos que las garantías del iudicium son esencial y no sólo 
gradualmente diversas de las que ofrece un processus administrativus». 
51. Ibidem. p. 483: «Sólo el iudicium es el mecanismo adecuado para solicitar la tutela 
del ordenamiento jurídico sobre los derechos subjetivos de los fieles». 
52. Como veremos más adelante. cuando hablemos de los procedimientos frente a la 
Administración eclesiástica: apenas existe el proceso contencioso administrativo. porque es 
más conveniente el procedimiento administrativo. 
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bautizado, le otorga los derechos y deberes que le son propios53• Muchas 
veces, sin embargo, no es suficiente con reconocer la titularidad del fiel; 
hace falta además facilitarle que pueda recibir una ayuda, que en ocasiones 
será un complemento de su capacidad (en el caso de los menores e 
incapacitados), mientras que otras se traduce en la adecuada asistencia 
técnica al fiel. 
De acuerdo con el CIC, los menores y los que carecen de uso de 
raz6n s610 pueden comparecer en juicio por medio de sus padres, tutores 
o curadores54• Hay que tener en cuenta que para actuar en juicio es 
necesario gozar de plena capacidad de entendimiento y de voluntad; en 
caso de que ésta falte, se debe constituir curador55• Estos han de ser 
constituidos legítimamente, y tienen la misión de representar en juicio a la 
parte que no goza de plena capacidad procesal56• 
Por otro lado, también es necesario que la parte pueda tener asistencia 
técnica. Se puede resaltar, además, el acierto del legislador que, para que 
haya una eficaz tutela de los derechos del fiel, en la reciente reforma del 
derecho procesal ha facilitado el gratuito patrocinio de las partes57• 
Además de los fieles -según el c. 113 § 2-, las personas jurídicas 
«son sujetos, ante el derecho canónico, de las obligaciones y derechos 
53. C. 96: «Baptismo homo Ecclesiae Christi incorporatur et in eodem constituitur 
persona, cum officiis et iuribus quae christianis, attenta quidem eorum condicione, sunt 
propria, quatenus in ecclesiastica sunt communione et nisi obstet lata legitime sanctio,.. 
Esta norma, como es sabido, es de difícil interpretación, sobre todo en cuanto a la posible 
atribución de personalidad a los infieles. En lo que se refiere al derecho a la tutela, será 
examinado más adelante. 
54. Cfr. c. 1478 § 1. De acuerdo con el c. 1479, habitualmente el tutor o el curador será 
nombrado por la autoridad civil, y en algunas circunstancias lo hará el juez para cada causa. 
Aunque no se indique, por analogía se supone que también se canonizan las normas sobre 
patria potestad, lo cual no parece que sea importante más que en algunos casos que se pueden 
considerar extremos, como son si no hay acuerdo entre el padre y la madre sobre la forma de 
llevar la defensa, o si se le retira a uno de los progenitores la patria potestad. Por lo demás, 
pienso que no es fácil que estas normas se apliquen, puesto que en las causas espirituales los 
mayores de 14 años pueden demandar y contestar por sí mismos: c. 1478 § 2. 
55. Cfr. C. GULLO, Diritto di difesa ... ?, cit., p. 295. 
56. Los conceptos doctrinales son claros, aunque en su asunción por la jurisprudencia 
ha habido algunas imprecisiones: Cfr. G. ERLEBACH, Le fattispecie di negazione ... (parte 
statica) ... , cit., p. 540 
57 . Cfr. C. GULLO, Diritto di difesa ... ?, cit., p. 296. En pp. 296-299 se analiza la 
actual normativa al respecto. Por otro lado, si la parte está asistida por un curador, ésta puede 
ayudarse de un abogado o un procurador: cfr. G. ERLEBACH, Le fattispecie di negazione ... 
(parte statica) ... , cit., pp. 542-543. 
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co.ngruentes con su propia índole»; por lo tanto, son titulares también del 
derecho a la tutela58. 
En cuanto al demandado, también puede ser sujeto de la tutela que 
ofrece el ordenamiento canónico, en cuanto que en el juicio goza de un 
conjunto de derechos que necesitan protección. El c. 221 § 2 es el que 
tiene la función de regular la posición del fiel que va a ser juzgado, 
concediéndole el derecho a que se apliquen en su causa las normas 
jurídicas, usando la equidad. 
Se puede decir que el primer derecho de carácter procesal del deman-
dado es precisamente el de ser llamado a juicio, a través de la institución 
conocida tradicionalmente en derecho canónico como «in ius vocatio» o 
citación judicial, que además hunde sus raíces en el derecho natural59• La 
citación del demandado es necesaria para que pueda defenderse: gracias a 
ella puede conocer las acciones que se pretenden ejercitar contra él, y tiene 
la oportunidad de proponer las defensas que estime oportunas60. 
Particular importancia, para garantizar el derecho a la tutela del de-
mandado, reviste el problema de la ausencia en el juicio. Sobre ello, el 
Santo Padre en un reciente discurso a la Rota Romana recordó que, 
aunque el demandado haya renunciado a su defensa de hecho, es nece-
sario que en todo caso permanezca la posibilidad real de defensa61 • En las 
causas matrimoniales, además, el Romano Pontífice concreta que siempre 
se debe comunicar a la parte, aunque no quiera colaborar, la fórmula del 
58. Sobre las comunidades de fieles sin personalidad jurídica. cfr. la Respuesta de la 
Comisión para la Interpretación auténtica del CIC de 20 de abril de 1987. en «AAS» 80 
(1988), p. 1818, Y el comentario de J. MIRAS. Comentarios a las Respuestas de la Comisi6n 
pontificia para la interpretaci6n de los textos legislativos. en «Ius canonicum» 31 (1991), 
pp. 211-217. 
59. G. ERLEBACH. Le fattispecie di negazione del diritto di difesa causanti la nullita 
delta sentenza secondo la giurisprudenza rotale (parte dinamica). en «Monitor ecclesiasti-
cus» 115 (1990). p. 393: .. La prima citazione e evidentemente radicata nel diritto naturale di 
difesa. Essa costituisce addiritura il fondamento della possibile difesa per la parte con-
venuta». 
60. Ibidem. p. 389: «La necessita della citazione veniva motivata nella giurisprudenza 
rotale con il diritto naturale. in quanto es so richiede che le partí sappiano quali azioni sono 
state promosse nell'area dei loro diritti affincé (sic) possano difendersi» . 
61. JUAN PABLO 11, Discurso a la Rota Romana, 26.1.1989 ...• cit.. p. 923: 
«Evidentemente. per la validita del processo non e richiesta la difesa di fatto. purché riman~a 
sempre la sua concreta possibilita». 
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dubium, una eventual nueva demanda de la parte contraria, y la sentencia 
definitiva de la causa62. 
2. El derecho a la tutela del acatólico 
Como ya hemos dicho, se trata probablemente de la cuesti6n de 
mayor dificultad de este epígrafe. Por un lado, el c. 221 parece rotundo, 
al afirmar que el derecho a la tutela corresponde a los fieles. Y por otro, 
las interpretaciones sobre este tema deben tener en cuenta el texto del 
c. 96, que reproduce casi literalmente el c. 87 del CIC 17. 
De acuerdo con una opini6n, los acat6licos no bautizados no pueden 
ser titulares de derechos en la Iglesia, en cuanto que no forman parte de la 
Sociedad eclesiástica63. Bajo la perspectiva del CIC vigente, pienso que el 
problema adquiere nuevos matices con el c. 147664, que, en contraste con 
el C6digo de 1917, permite que cualquier persona, sea bautizada o no, 
pueda ser parte en juicio, tanto actora como demandada. Ciertamente se 
refiere s610 al derecho de acci6n, y no al de tutela en su conjunto, pero 
también es claro que otorga el derecho a la defensa a través de la acci6n, y 
por tanto queda reconocido, al menos en su parte más importante, el 
derecho a la tutela de los acat61icos65• 
Hay que recordar que la fuente y raíz de los derechos y deberes 
fundamentales en la Iglesia se encuentra en la dignidad del cristiano y del 
hombre, en orden a la común vocación a la santidad, tanto de los aca-
62. Cfr. lbidem. p. 924. 
63. Sobre esta opinión. se pueden consultar los argumentos que da W. ONCLIN. 
Considerationes de iuriu/Il subiectivoru/ll in Ecclesiafundamento ac natura. en AA. VV .• Acta 
Congressus internationalis ...• cit.. p. 213. que concluye: "Solae personae baptizatae 
subiecta sunt in Ecclesia iurium subiectivorum». Entre otras razones. afirma que el c. 87 del 
CIC 17 constituye en persona al fiel. no reconoce la personalidad; al usar el verbo constituir. 
no hay problemas para poder hablar de una personalidad canónica y otra natural. que no 
tienen por qué coincidir: cfr. p. 221. 
64. C. 1476: «Quilibet. sive baptizatus sive non baptizatus. potest in iudicio agere; 
pars autem legitime conventa respondere debet». 
65. Como es lógico. al reconocer el derecho de acción a los acatólicos. inmediatamen-
te adquieren también todos los derechos que tienen relación con él: el derecho al proceso, el 
ius postulandi. el derecho a la prueba. etc. Como se ve. se trata de un conjunto de derechos. 
que si no se le reconocen al acatólico. convierten a la acción en un derecho de titularidad 
meramente nominal. Quedan fuera algunas facultades. como la legitimación para interponer 
un recurso administrativo. 
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t6licos como de los fieles66• En atenci6n a ello, pienso que se puede afir-
mar que lo tienen reconocido también los acat6licos, en la medida en que 
la intervenci6n de la Iglesia sea necesaria para defender un derecho o 
interés. 
F. Funciones y exigencias que se derivan del c. 221 
1. Las funciones del derecho a la tutela 
En el epígrafe que sigue veremos que en el derecho a la tutela se 
encuentran tres funciones: de garantía, programática y de principi067. 
En efecto, el c. 221 ejerce una función de garantía del patrimonio 
jurídico de los fieles68. Ello se puede realizar por diversos medios, no 
s610 procesales, sino también por todas las demás vías legítimas, como ya 
hemos visto. Por otro lado, el derecho a la tutela tiene una misi6n de 
garantía, en cuya virtud se formalizan medios muy diversos, que realizan 
el fin de la salus animarum69• 
Además, en el c. 221 se encuentra una especie de programa de 
actuaci6n, dirigido a que los diversos procedimientos jurídicos existentes 
en la Iglesia actúen y sostengan el derecho que este canon garantiza. De 
esta manera, la función programática se extiende también a los demás 
cuerpos jurídicos de la Iglesia, tanto particulares como universales7o• 
66. R. BERTOLINO. La tutela dei diritti nella Chiesa (dal vecchio al nuovo Codice di 
diritto canonico). Torino 1983. p. 41: «La dignita del cristiano e queUa di ogni uomo sono. 
infatti. la fonte e radice dei diritti e doveri fondamentali in ordine aUa comune vocazione aUa 
santit3». 
67. C. MIRABELLI. La protezione giuridica dei diritti fondamentali. en AA. VV .• Les 
Droits Fondamentaux ...• cit.. p. 417: «Questo rende evidente come le tre funzioni dei diritti 
fondamentali. garantista. programmatica e di principio. si implicano reciprocamente». 
68. Ibidem. p. 417: «Interessa sottolineare che la disposizione stessa assolve una 
funzione garantista. assicurando la tutela giudiziale (con meccanismi processuali cui rinvia) 
del patrimonio giuridico della persona». 
69. A. BLASI. 11 dirittoalla difesa ...• cit.. p. 62: «11 canone 221 si presenta come un 
principio affermato in funzione di garanzia. finalizzato aUa programmazione di strumenti 
processuali. atti a realizzare il fine supremo anche attraverso momenti 'patologici' dei 
rapporti interumani. fedele-non fedele. fedele-fedele». 
70. Cfr. C. MIRABELLI. La protezione giuridica ...• cit.. p. 417. Particular importancia 
reviste esta afirmación en lo que se refiere a los Reglamentos y a la constitución de Tribu-
nales regionales o interdiocesanos. Piénsese en el caso de España. donde -por la existencia 
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El c. 221 también cumple una función de principio que afecta a todo 
el ordenamiento, en cuanto que de él se deduce lo que se podría denomi-
nar el principium defensionis o tutelae. El Romano Pontífice afirma que 
del c. 1598 se puede extraer un principio, que debe guiar toda la actividad 
judiciaria eclesiástica: «/us defensionis semper integrum maneat»71. 
2. Exigencias del derecho a la tutela 
En este epígrafe veremos cómo los operadores de justicia -el juez, el 
promotor de justicia, los abogados y procuradores, y cuantos intervienen 
en la actividad judicial- deben procurar, con su pericia profesional, una 
eficaz tutela jurídica 
En primer lugar, se exige que el juez y las partes públicas sean 
imparciales72. Para ello, uno de los principales medios son las normas 
sobre competencia73. Como es lógico, la competencia no es más que un 
aspecto de la justicia instrumental, y forma parte del derecho al proceso. 
Es indiferente en sí mismo qué tribunal sea el que decida sobre la 
controversia que enfrenta a las partes; pero la finalidad de las normas de 
competencia es facilitar la igualdad de las partes y asegurar la imparcia-
lidad del juez, del defensor del vínculo y del promotor de justicia. Es este 
aspecto el que da a las normas de competencia tanta trascendencia, desde 
el punto de vista del derecho a la tutela. 
del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica de Madrid-, no es habitual que las causas 
lleguen a verse en Roma. 
71. JUAN PABLO 11, Discurso a la Rota Romana, 26.1.1989, cit., p. 922: «Si puo 
ricavare del canone 1598 § 1, iI seguente principio, che de ve guidare tutta I'attivita 
giudiziaria della Chiesa: lus defensionis semper integrum maneat». El canon que cita el Papa 
habla de la publicación de las actas y de la posibilidad de ocultar alguna, con tal de que 
siempre quede a salvo el derecho a la defensa. De este pasaje del discurso del Romano 
Pontífice comenta F. DANEELS, De iure defensionis ... , cit., p. 246: «Summus autem Pontifex 
iIIud principium valde extollit, eique momentum fundamentale attribuit». 
72. Cfr. R. J. CASTILLO LARA, La difesa dei diritti neU'ordinamento canonico ... , cit., 
p. VID, que da una relación de cánones que tienden a asegurar la imparcialidad del legislador, 
como son las normas sobre competencia, prohibición de aceptar regalos, etc. 
73. En Ibídem, p. VIII, se resaltan las relaciones entre los principios de competencia y 
el derecho a la tutela: «La competenza del tribunale, e pertanto del giudice, stabilita secondo 
determinati criteri ( .. . ), tende, non solo a rispettare iI rapporto di sudditanza e I'esercizio 
della giurisdizione ed a impedire eventuali frodi, ma a facilitare precisamente la difesa dei 
diritti» . 
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Pero además es necesario que el juez reúna todas las virtudes morales 
y profesionales que le ayudan a ejercer su ministerio 74. Y entre ellas se 
destaca la solicitud pastoral, hacia los que solicitan su ministerio y se 
hallan en situaciones de enfrentamient075• Teniendo en cuenta que ha de 
evitar una errónea concepción «pastoralista», que soslaye las exigencias 
de justicia al amparo de una falsa compasión y misericordia76• 
Una exigencia práctica para los fieles en el juicio es la de colaborar 
con el juez en la búsqueda de la verdad. Normalmente lo podrá hacer 
actuando como testigo, cuando tenga algún elemento interesante que 
aportar. Pero el problema, que a veces les puede retraer de prestar su co-
laboración, es la publicidad de las actas, yel temor a que sus declaracio-
nes lleguen a personas cercanas, con el consiguiente peligro de infamia 
Como recuerda el Papa, el juicio es público para las partes, no para 
los demás 77. Además, la exigencia de colaborar se corresponde con el 
deber del juez y de los demás oficiales de los tribunales de observar el 
secreto de oficio, que garantiza que las declaraciones hechas en el juicio 
no sean divulgadas a personas ajenas a la causa78• 
Un problema particular nace de la posibilidad de que pueda surgir una 
querella penal en el orden civil por delitos contra el honor, como calumnia 
74. PABW VI, Discorso alla Rota Romana (12.11.1968), en I discorsi del Papa olla 
Rota, edizione a cura di F. BERSINI, p. 81, habla de la «specchiata probita di vita» informa-
dora de la misión de los jueces, que «fece scorgere in essi quasi la personificazione stessa 
della giustizia: 1ustitiam animatam». En ID., Discurso olla Rota Romana (30.1.1975), en 
«AAS» 67 (1975), p. 123, afirma: «Noi ben conosciamo come il complesso di virtil pro-
fessionali, proprie di Giudici nella Chiesa cattolica, e da voi conosciuto, da voi meditato, da 
voi osservato». Sobre las virtudes que deben reunir los jueces, cfr. P. FEDELE, Presenta-
zione ... , cit., pp. VllI-XI. 
75. PABW VI, Discorso alla Rota Romana (8.11.1973), en «AAS» 65 (1973), p. 114, 
lo compara al oficio del Buen Pastor: «Questo ministero del giudice ecclesiastico e pastorale 
perché viene in aiuto ai membri del Popo lo di Dio, che si trovano in difficolta. n giudice e 
per essi il buon Pastore che consola chi e stato colpito, guida chi e errato, riconosce i diritti 
di chi e stato leso, calunniato o ingiustamente umiliato». 
7 6. JUAN P ABW n, Discorso olla Rota Romana 1990 ... , cit., p. 6: «11 giudice pertanto 
deve sempre guardarsi dal rischio di una malintesa compassione che scradrebbe in 
sentimentalismo solo apparentemente pastorale». Un poco más adelante recuerda que una de 
las manifestaciones pastorales más relevantes del nuevo CIC es el c. 1676, según el cual los 
jueces deben procurar que los cónyuges convaliden su matrimonio, si es posible. 
77. Cfr. JUAN PABW 11, Discurso a la Rota Romana, 26.1.1989, cit., p. 925. 
78. Cfr. Ibidem, p. 926. Recuerda el Santo Padre que, si es necesario, la autoridad 
eclesiástica puede penar estos casos, de acu.erdo con el c. 1457 § 1. Sobre el secreto de oficio 
en el juicio y las personas obligadas, cfr. F. DANEELS, De iure defensionis ... , cit., p. 265. 
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o difamación. Para salvar este riesgo el tribunal debe tener en cuenta que 
para publicar la sentencia es suficiente la exposición de las razones de 
hecho y de derecho, sin necesidad de transcribir la declaración de cada 
testig079• 
G. El contenido del derecho a la tutela 
1. Relación entre el derecho a la tutela y la acción 
La primera cuestión que abordaremos es la relación que tiene el 
derecho de acción y el de tutela, en el sentido de si se pueden incluir más 
derechos, aparte de la acción, dentro del de tutela. El proceso es uno de 
los medios de la potestad eclesiástica para la realización de la justicia en 
los ámbitos de su competencia, cuidando al mismo tiempo de finalidades 
más altas80. Y para el cumplimiento de este fin hay muchos medios: la 
actividad procesal no constituye la única manera de defensa8l. 
Como ya hemos indicado, es posible tutelar los derechos de los fieles 
por diversos medios; y optar por unos u otros corresponde a la autoridad 
eclesiástica. Pero no de manera arbitraria: ante cada caso, y frente a los 
diversos medios que se presentan, el gobernante deberá escoger aquél en 
que el fiel «encuentre una eficaz tutela, no se vulnere su derecho a que 
también dentro de la Iglesia se realicen las exigencias de lajusticia»82. El 
derecho a la tutela, por tanto, no se reduce a la formalización de la acción, 
79. JUAN PABLO n, Discurso a la Rota Romana. 26.1.1989, cit., p. 925: «Non puo 
sfuggire. poi, che nella sentenza e sufficiente l'esposizione delle raggioni in diritto ed in 
fatto, sulla quale essa si regge, senza dover riferire ogni singola testimonianzll». Para 
valorar la novedad de esta interpretación -auténtica, casi se puede decir- dele. 1611, 3°, basta 
hojear las sentencias de la Rota Romana, en las que es habitual transcribir literalmente -a 
veces, en el idioma original, y a lo sumo en italiano- las declaraciones más relevantes, que 
suelen ser las más «comprometidas», de los testigos, los cuales casi siempre son familiares 
o amigos cercanos de las partes en el juicio. 
80. Cfr. L. DE ECHEVERRfA, La defensa procesal ...• cit., p. 64. 
81 . Cfr. Ibidem, p. 64. Resalta este autor que «mucho menos que en el ordenamiento 
civil puede decirse que sea el único medio», y pone los ejemplos de la extensa actividad 
administrativa de protección de los derechos subjetivos y el fenómeno de las penas latae 
sententiae: p. 64. 
82. Ibidem, p. 64. 
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sino que es más amplio, y condiciona y regula todos los demás medios 
legítimos de defensa83• 
En las páginas que siguen examinaremos estos medios; dedicaremos 
especial atención al derecho de acción, en cuanto derivado del derecho a la 
tutela; aunque no lo estudiaremos en toda su profundidad, puesto que a la 
acción dedicaremos un apartado. Además, hay dos derechos -el del 
proceso y el de acceso a los tribunales- que forman parte del contenido del 
derecho a la tutela, y que estudiaremos íntegramente en sus correspon-
dientes apartados, a los que nos remitimos. 
2. Derechos de carácter judicial 
El derecho de acción es la vía clásica para tutelar los derechos84• Se 
puede añadir, además, que la acción constituye la defensa de los 
derechos, en un ámbito estrictamente procesal85• De acuerdo con lo que 
llevamos dicho en este apartado, la autoridad debe escoger aquellos 
medios de tutela del fiel que sean verdaderamente eficaces; y entre ellos, 
parece que el mejor es la acción. 
Pero nos podemos plantear si hubiera sido posible escoger otros 
medios, extrajudiciales -y por supuesto eficaces-, para tutelar con garan-
tías reales los derechos de los fieles. Más en concreto, nos referiremos a 
la vía administrativa. 
«Es ya usual entre los canonistas la distinción entre vía administrativa 
y vía judicial como dos caminos distintos para solicitar la tutela jurídica 
del ordenamiento canónico. Aparentemente se presentan como dos cauces 
distintos en la tramitación pero que a la postre conducen a resultados 
83. R. J. CASTILLO LARA, La difesa dei diritti nell'ordinamento canonico ... , cit., p. I1I: 
«Ovviamente, l'actio e l'exceptio ci portano su un terreno squisitamente processuale, ma il 
diritto di difesa, ossia, la spinta del diritto alla sua attuazione od esercizio e percio a respin-
gere quanto gli oppone, e molto piu ampio ... 
84. F. ROBERTI, De actione promotoris iustitiae et coniugum in causis matrimoniali· 
bus, en «Apollinaris .. 11 (1938), p. 571 : «Omne ius laesum aut in periculo proximo laesio-
nis indiget iuridica tuitione. Communis tutela iuridica iuris est actio ... También R. J. CASTI-
LLO LARA, La difesa dei diritti nell'ordinamento canonico .. . , cit., p. VIII: «La via classica 
per la tutela dei diritti e quella processuale, nel giudizio contenzioso, che ha per oggeto 
'personarum iura persequenda aut vindicanda' (c. 1400 § 1) ... 
85 . Cfr. R. J. CASTILLO LARA, La difesa dei diritti nell'ordinamento canonico .. . , cit., 
p. III. 
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análogos. En consecuencia, si los resultados últimos son iguales, nada 
parece aconsejar el empleo de aquél de los dos cauces formales que pueda 
resultar más lento y complejo, sin que a cambio parezca aportar sustan-
ciosas ventajas sobre el otro»86. 
La función de justicia en la Iglesia tiene una razón de ser propia, que 
la hace específica. En el iudicium se encuentran las partes situadas en 
posiciones enfrentadas, en presencia del órgano judicial: 
«Este enfrentamiento de intereses, o es el que ha hecho imposible la 
solución extrajurisdiccional, o tal solución resulta imposible por mandato 
de la ley y exige del enfrentamiento formal para que se resuelva por el 
órgano judicial. En todo caso la solución se ha de proporcionar por 
autoridad independiente, en situación, también formal, de enfrentamiento 
de interesados»87. 
Como se puede observar, nos encontramos ante unas situaciones 
insolubles en el mundo jurídico extraprocesal, cuya solución sólo puede 
venir a través del ejercicio de la acción formalmente planteada ante el 
correspondiente órgano judicial88. Se puede decir, por lo tanto, que es 
ésta la razón de ser de la actividad jurisdiccional, que hace que no sea 
arbitraria la elección de un medio de tutela u otro. 
Además de la acción, hay otros derechos de carácter judicial que 
forman parte del contenido del derecho a la tutela, como son el derecho a 
la prueba, el de apelación, el ius postulandi, etc. De entre ellos, reciente-
mente se ha subrayado por la doctrina y el Magisterio petrino el «derecho 
a ser informado oportunamente, de cuanto ha realizado en el orden del 
proceso la otra parte ° el juez». Se trata de «un derecho que posibilita la 
adecuada defensa de la parte frente a la actividad llevada a cabo por la 
contraparte, o incluso por el juez, pudiendo poner de manifiesto la posible 
nulidad de la acción»89. 
86. J. l. ARRIET A, Oportunidad de la tutela procesal ... , cit., p. 476. 
87. C. DE DIEGO-LORA, Poder jurisdiccional y función de justicia en la Iglesia, Pam-
plona 1976, p. 160. 
88. Ibídem, p. 160: Se trata de «una situación de imposible solución jurídica, a éuya 
solución sólo puede acudir el órgano judicial, mediando una situación formal de enfrenta-
miento de todos aquellos interesados que se hallen también en situación de enfrentados 
-respecto al objeto mismo que es trasplantado al proceso- con anterioridad al ejercicio de la 
acción». 
89. L. MADERO, Tiempo y proceso ... , cit., p. 587. 
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En un reciente discurso a la Rota, el Romano Pontífice ha llamado la 
atención sobre la necesidad de que exista para las partes la posibilidad 
concreta de conocer las pruebas presentadas, tanto por la otra parte como 
ex officio90• De acuerdo con el c. 1598, el juez debe permitir a las partes 
y sus abogados que examinen las actas. El fundamento de esta prescrip-
ción del Código es el derecho natural. Por ello, la sanción que se establece 
es la nulidad de la sentencia91 • De todas maneras, el mismo c. 1598 § 1 
establece una excepción: el juez puede ocultar algún act092, para evitar 
peligros gravísimos y cuidando siempre que quede a salvo el derecho de 
defensa. 
La prescripción del c. 1598, a pesar de su aparente claridad, contiene 
no pocos elementos de duda que están siendo objeto de discusión y 
estudio por parte de la doctrina. El principal problema técnico-jurídico que 
plantea el canon es cómo conjugar la ocultación de algún acto con el 
respeto al derecho a la defensa, sobre todo cuando el acto que se oculta ha 
servido de elemento para que el juez se forme un juicio fundado sobre la 
decisión que debe adoptar con la sentencia. Los problemas, sin embargo, 
no acaban aquí, pues como Farret ha puesto de manifiesto, la naturaleza 
del proceso matrimonial impide la publicación de los actos y de la 
sentencia, al menos en Francia y en las naciones de América del Norte. 
¿Cuál es esa naturaleza especial que hace que no sea aplicable en estos 
países los cc. 1598 y 1615? Ante todo, los peligros de atentados a la paz 
familiar y la reputación de las personas, por la posibilidad de demandas 
ante la jurisdicción civil93• 
90. JUAN PABLO n. Discurso a la Rota Romana, 26.1.1989 ...• cit., p. 924: «11 diritto 
alla difesa esige di per sé la possibilita concreta di conoscere le prove addotte sia dalla parte 
avversa sia ex officio». 
91. Cfr. G. ERLEBACH, Le fattispecie di negazione ... (parte dinamica) ... , cit .• p. 412. 
Se puede consultar un estudio sobre la evolución histórica de la legislación en este punto en 
Ibídem, pp. 410-412. 
92. El c. 1598 usa el ténnino acta en algunos casos, y actus en otros. De acuerdo con 
esta terminología, y con la traducción castellana del CIC aprobada por la Conferencia 
Episcopal Española, yo usaré en los mismos casos los vocablos acta y acto. 
93. FARRET, A., Publicatíon des actes et publicatíon de la sentence dans les causes de 
nulité de maríage. en «Studia canonica» 25 (1991), p. 116: «Certain pays, tels ceux d'Amé-
rique du Nord, sont particulieremente attentifs aux risques de poursuite devant les tribunaux 
civils. Si una telle éventualité n'est pas exclue en France. on y est surtant sensible a l'heure 
actuelle au trouble dan s les esprits, a l'atteinte a la paix des families et a la réputation des 
personnes que peut entrainer l'application littérale de ces canons». 
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Por ello, el sistema que este autor propone es simplemente no dejar 
acceder jamás a los c6nyuges a las actas, ni enviarles la sentencia, sino 
s610 la decisi6n final94. 
Al respecto se puede decir que, de acuerdo con la doctrina reciente del 
Papa, sería una inversi6n de la norma y un grave error de interpretaci6n, 
si la excepci6n se hiciera norma general; el ocultamiento de pruebas es 
lícito dentro de los límites que indica el C6dig095• Son tres las condicio-
nes que la legislaci6n vigente establece para que el juez pueda ocultar 
pruebas: a) se puede ocultar alguna prueba, no todas; b) se trata de evitar 
un peligro gravísimo; y c) debe quedar en todo caso garantizado el 
derecho a la defensa96• 
3. Otras garantías, de carácter no judicial 
Como ya hemos dicho, el derecho a la tutela de los fieles protege toda 
defensa de derechos por cualquier medio legítimo. Nos disponemos ahora 
a analizar los medios extrajudiciales, es decir, las garantías jurídicas deri-
vadas del derecho a la tutela que se hallan presentes en vía administrativa, 
en un sentido lato. Se trata de un conjunto de procedimientos diversos, en 
94. El autor, oficial de la Secretaría del Tribunal de 1" instancia de París, nos explica el 
procedimiento en su tribunal: «Pource qui est de I'Officialité de Paris, oÍ) la partie demanda-
resse a toujours un avocat-procureur et la partie citee n'en a pratiquement jamais, apres la 
citation -8 liquelle le libelle est de moins en moins souvent joint, en raison des chefs de 
nullité habituellement invoqués- la formulation du doute est toujours communiquée aussitót 
dans son intégralité 8 l'avocat-procureur de la partie demanderesse et directament 8 la partie 
citee ( ... ). Mais jamais, 8 aucun stade de la procédure, aucun témoignage recueilli pendant 
instruction n'est communiqué ni 8 l'un ni a l'autre des parties,.: Ibidem, p. 127. Yen p. 116 
nos explica: «La pratique habituelle des officialités fran~aises, dan s les causes de nullité de 
mariage, est de ne pas laisser les époux accéder aux actes, et de ne pas leur remettre la 
sentence. Une lettre officielle, lorsque la sentence a été signée par les trois juges, notifle 
seulement 8 chaque époux la décision qui a été prise,.. 
95. Es interesante ver que el Romano Pontífice, en el citado Discurso, quiso detenerse 
en esta cuestión: JUAN PABLO 11, Discurso a la Rota Romana, 26.1.1989 ... , cit., p. 924: 
«Riguardo alla menzionata possibile eccezione, e doveroso osservare che sarebbe uno stra-
volgimento della norma, nonché un grave errore d'interpretazione, se si facesse della 
eccezione la norma generale. Bisogna percio attenersi fedelmente ai limiti indicati nel 
canone,.. 
96. Cfr. G. ERLEBACH, Le fattispecie di negazione ... (parte dinamica) ... , cit., 
p.417-420. 
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los que no están presentes las garantías procesales propias de la función 
jurisdiccional de la Iglesia, aunque se parezcan a un juicio97. 
A pesar de no gozar de las garantías judiciales, el reclamante en los 
procedimientos administrativos también debe contar con un conjunto de 
garantías jurídicas, que se derivan del derecho a la tutela. Y ello -con 
independencia del mayor o menor «parecido» con los procesos judiciales-
se debe a las exigencias del derecho fundamental a la tutela que ostentan 
los fieles. Nos detendremos especialmente en dos: el examen de doctrinas 
y los procedimientos de protección de los derechos fundamentales. 
Acerca de las garantías que competen al autor en el examen de 
doctrinas, por un lado, de acuerdo con el c. 218, se debe garantizar la 
libertad de enseñanza e investigación, de que gozan los teólogos, y que 
además constituye un derecho fundamental98• Y por otro lado, se 
encuentra el carácter pastoral de este tipo de exámenes99, que se deriva de 
la necesidad de proteger adecuadamente el derecho que tienen los fieles a 
ser formados de acuerdo con la verdadera fe de Cristo HlO• 
Se debe tener en cuenta que el autor católico incurso en este tipo de 
procedimientos también es un fiel, yen cuanto tal goza de los mismos 
derechos y deberes que los demás miembros de la Iglesia 101. Por tanto, el 
autor sometido a examen debe contar con las garantías necesarias que 
tutelen sus derechos. Y éstas son de dos tipos: el derecho a ser oído y el 
97. «Es bien conocido que existen procedimientos administrativos largos y con alto 
índice de garantías jurídicas, y al mismo tiempo procesos judiciales rápidos y de escaso rigor 
en la forma de actividad. y, en cambio, ni unos rasgos ni otros desdicen del carácter esen-
cialmente procedimental de unas actuaciones y típicamente procesal de otras»: J. l. ARRIETA, 
La noci6n de processus, en «Ius canonicum» 18 (1978), p. 398. Propone como ejemplo el 
proceso in casibus specialibus, instaurado por el M. P. Causas matrimoniales, equivalente al 
actual proceso documental. 
98. G. FELICIANI, I dirittifondamentali dei cristiani e l'eserciz;o dei «munera docendi et 
regendi» en AA. VV., Les Droits Fondamentaux ... , cit., p. 230: .. La liberta di tale ricerca 
deve essere, dunque, effettivamente rispettata: essa costituisce non solo un inviolabile 
diritto degli studiosi ma e anche condizione indispensabile al compiuto svolgimento della 
vita della comunita ecclesiale». 
99. Según J. TOMKO, Agendi ratio in doctrinarum examine, en «Monitor ecclesiasti-
cus» 96 (1971), p. 170, el procedimiento es potius pastorale et administrativo. Citado por 
C. DE DIEGO-LORA, Derechos fundamentales y garantfas jurfdicas en materia doctrinal, en 
AA. VV. Les Droits Fondamentaux ... , cit., p. 313. 
100. Cfr. G. FEUCIANI.I diritti fondamentali dei cristiani.... cit .• pp. 228-229. 
101. Ibidem, p. 230: «E opportuno rilevare preliminarmente come i teologi cattolici 
siano innanzitutto dei fedeli e in quanto tali ( .. . ) abbiano tutti i diritti e i doveri propri di 
quanti appartengono aUa Chiesa». 
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derecho a defenderse de las imputaciones que se le hacen. Son garantías 
que se ofrecen de acuerdo con la legislación vigente, y cuya naturaleza 
jurídica, de acuerdo con el c. 221, puede calificarse de derecho fun-
damental: 
«En este tema, los derechos legítimos que el fiel ha de defender en el 
fuero eclesiástico, y concretamente en el procedimiento objeto de nuestro 
estudio [el examen de doctrinas], es que se proceda al examen de 
doctrinas conforme a las garantías jurídicas que el legislador ofrece en sus 
propias normas. Estas garantías jurídicas coinciden con derechos 
fundamentales del hombre mismo»102. 
En cuanto a los derechos fundamentales de los fieles, una de las 
cuestiones que más inquietó tanto a la doctrina como a los codificadores 
de 1983, cuando se trataba de este tema, era el de su protección; una vez 
que se decidió formalizarlos, se planteaba que un simple reconocimiento 
es insuficiente. Había que articular además los medios necesarios para 
protegerlos 103 . 
El Coetus de Consultores que formalizó estos derechos recogió dicha 
preocupación, como consecuencia de las respuestas del Episcopado 
universal, y la procuró trasladar a la redacción del c. 221. Después de un 
debate en que se habló de cómo desarrollar una tutela más eficaz de los 
derechos fundamentales, se introdujo una modificación en el texto del 
entonces c. 20 de la LEF104. De acuerdo con estos antecedentes histó-
102. C. DE DIEGo-LORA. Derechos fundamentales y garantlas jurldicas .... cit.. p. 320. El 
autor cita en este pasaje el c. 20 § 1 de la LEF. que corresponde con el actual c. 221 § 1 del 
CIC. 
103. Cfr. J. l. ARRIETA. Oportunidad de la tutela procesal.... cit.. p. 475. Son impor-
tantes, en esta materia. las comunicaciones del Congreso de la Asociación Internacional de 
Derecho canónico de 1981; en ellas se pide. además de la formalización de los derechos 
fundamentales. el establecimiento de los correspondientes medios de tutela: cfr. AA. VV .• 
Les Droits Fondamentaux ... , • cit.. passim. 
104. En aquella sesión, un Consultor. después de pedir que se enunciaran en la LEF todos 
los derechos fundamentales. añade: «Tutela tantum momentum habet quantum enuntiatio: ad 
hoc vero can. 20 schematis [que se corresponde con el actual 221J sufficere non videtur» . El 
Relator respondió que no es cometido de la LEF reconocer todos los derechos, sino sólo los 
que se consideren fundamentales. y éstos deben quedar todos recogidos: «Communicationes» 
5 (1973). p. 209. Como ya dijimos. en la siguiente versión de este canon se añade el verbo 
vindicare. que probablemente se introdujo. en consonancia con el debate anterior. para 
garantizar una tutela suficiente y que abarcara todos los derechos. no sólo los explícitamente 
recogidos en el CIC. Con este inciso. por tanto. al Coetus le parecen suficientemente 
protegidos todos los derechos. fundamentales o no. 
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ricos, parece claro concluir que los derechos fundamentales de los fieles 
también quedan amparados bajo las garantías del c. 221 105• 
A mi entender, con este canon se garantiza el proceso como medio 
idóneo para tutelar los derechos fundamentales. Pero dado que normal-
mente la controversia se planteará entre la Administración eclesiástica y un 
fiel, no debe, en consecuencia, cerrarse la vía administrativa, quedando 
ésta también expedita para las partes. 
H. Lafunción de la equidad en el derecho a la tutela 
Una vez examinado el contenido del derecho a la tutela, y para que 
quede completo este tema, queda por estudiar el papel que cumple la 
equidad, en la medida en que forma también parte de los elementos que 
componen este derecho. Viene recogida en el c. 221 § 2, según el cual es 
derecho de los fieles ser juzgado de acuerdo con las leyes cum aequitate 
applicandis 1 06. 
1. El «iter» de la referencia a la equidad en el c. 221 
El estudio del iter de la referencia del c. 221 a la equidad adquiere 
interés, puesto que -a mi juicio- ofrece luces sobre su interpretación. 
Desde la primera versión de este canon, que · apareció como c. 21 de la 
LEF en el Textus prior, se encuentra la referencia a la equidad, con las 
mismas palabras con que luego fue promulgado el canon107• Idéntica 
105. Pienso que otro apoyo a esta interpretación, además del histórico, se puede 
encontrar en el texto literal del c. 221 § 1 (iura, quibus in Ecclesia gaudent), que al referirse de 
manera genérica a los derechos que gozan los fieles, sin especificar ningún tipo, no excluye 
ninguno. De esta manera quedarían también amparados los que tienen carácter fundamental. 
De acuerdo con esta interpretación, también los derechos fundamentales deben ser protegidos 
por el derecho a la tutela. 
106. Sin perjuicio de que más adelante comentaremos con más detalle esta cita, señala-
mos que J. HERVADA indica, sobre la referencia a la equidad en este canon, sub c. 221, en 
AA. VV., C6digo de Derecho Can6nico, edici6n anotada a cargo del Instituto Mart(n de 
AZ,pilcueta, cit., p . 179, que «aunque se habla de un de recho a ser juzgado con equidad, 
propiamente la equidad es más un deber del juez que un derecho del justiciable, pues el derecho 
se refiere a la justicia». Las cursivas son mías. 
107 . Cfr. PONTIACIA COMMISIO CODICI IURIS CANONICI RECOGNOSCENOO. Schema Legis 
Ecclesiae FundamentaLis cum Relatione, Typis Polyglottis Vaticanis 1969, p. 15. 
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redacción aparece en el Textus emendatus108 yen las diversas versiones 
posteriores. 
En la revisión final de 1976, un Consultor sugirió la posibilidad de 
suprimir las palabras cum aequitate applicandis en el entonces c. 22, por 
considerar que hay otros muchos principios que también podrían ser 
enumerados en éste. Sin embargo, otro Consultor y el Relator pensaban 
que era preferible mantener el inciso, porque es tradición en la Iglesia juz-
gar con misericordialO9• Efectuada la votación sobre si debe permanecer 
la referencia la referencia a la equidad, el resultado fue afirmativo llO• 
Posteriormente fue promulgado el c. 221, sin que se volviera a discutir de 
nuevo la referencia a la equidad. 
En mi opinión, aunque la sugerencia presentada no prosperara, 
obtuvo el fruto de la discusión que por su motivo se produjo. Es cierto, 
en efecto, que se pueden encontrar muchos principios importantes, 
también de carácter procesal, que podrían ser enumerados junto con el de 
equidad, pero éste no es un principio más. Al permanecer en el c. 221, se 
constituye en derecho fundamental de los fieles el ser juzgados con 
misericordia. 
2. Relevancia de la equidad en el derecho procesal canónico 
Nos encontramos ante una de las instituciones con más tradición en el 
ordenamiento de la Iglesia, pues la recibió de la jurisprudencia romana 111, 
fue desarrollada en las Decretales y aparece ampliamente usada -reci-
108. Cfr. PONTIflCIA COMISSIO CODICI IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO. Schema Legis 
Ecclesiae Fundamentalis. Textus emendatus cum relatione de ipso Schemate deque emenda-
tionibus receptis. Typis Polyglottis Vaticanis 1971. p. 19. 
109. «Censet quoque opportunum esse ut supprimantur verba «cum aequitate applican-
dis». quia multa alia principia hoc loco recoli possent. Hoc tamen non placet Relatori et 
alicui Consultorio nam est traditio in Ecclesia iudicium cum misericordia; eandem sententiam 
tenet alter Consultor. quia agitur de iure processuali»: «Cornmunicationes» 12 (1980). p. 42. 
110. El resultado de la votación. además. fue afirmativo. casi por unanimidad: 9 Consul-
tores votaron Placet. y sólo uno votó Non placet: cfr. Ibidem. p. 42. 
111. Para un estudio más detallado de la historia de la equidad. cfr. O. BUCCI. Per una 
storia deU'equita. en «Apollinaris» 63 (1990). pp. 264-270. donde estudia los antecedentes 
en los derechos antiguos. persa y sumerio. incluyendo el Código de HAMURABI. En 
pp. 281-283 afirma que el concepto canónico de equidad es una síntesis de las precedentes 
experiencias jurídicas. no sólo romanas. sino también mesopotámicas. las cuales llegaron a 
la primitiva comunidad cristiana a través del pueblo hebreo. 
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biendo diversas denominaciones- en la época clásica y a lo largo de toda la 
historia del Derecho canónico, hasta nuestros días l12. Pero la Iglesia no 
se limitó a recoger la institución del mundo antiguo de la equidad, sino 
que la perfeccionó y la elevó; de manera que se puede hablar de una 
equidad canónica, que se refiere más bien a una justicia superior en vista 
de un fin espirituaIl 13. 
Con la aplicación de la equidad, el derecho de la Iglesia adquiere su 
especial fisonomía, su carácter espiritual, que lo distingue tan netamente 
de los demás ordenamientosl14. Tal carácter se deriva del fin sobrenatural 
del ordenamiento canóq.ico; la equidad sirve de esa manera para hacer 
efectivo en el derecho de la Iglesia el fin de la salus animarum115• 
Sin embargo, un punto concreto a estudiar es el ámbito de aplicación 
de la equidad; y en relación a éste, se debe señalar que sería una grave 
distorsión atribuir alcance pastoral sólo a las excepciones a la ley, el 
eventual no recurso a los procesos o a las sanciones canónicas, con la idea 
de que la justicia y la misericordia son dos realidades que se contraponen 
en su realización práctica116• 
112. Cfr. PABLO VI. Discurso 1973 ...• cit.. pp. 112 Y 113. 
113. Ibidem. p. 113: El CIC 17 «parla di aequitas naturalis. di aequitas canonica. richia-
mandosi al principio ultimo. a cui si fara appello. il diritto naturale o il diritto canonico». 
Sobre el concepto de equidad natural. cfr. F. J. URRUTIA. Aequitas canonica. en «Apollinaris» 
63 (1990). pp. 205-239. Cfr. también la ingente bibliografía recogida por O. BUCCI. Per una 
storia dell'equiuL .• cit.. pp. 288-317. 
114. PABLO VI. Discurso 1973 ...• cit.. p. 112: «E questo lavoro dello Spirito che noi 
vorremo ora rilevare nella evoluzione di questa aequitas canonica che conferisce al diritto 
della Chiesa la sua fisonomia. il suo carattere pastorale». La equidad tiene también raíces 
evangélicas: F. J. URRUfIA. Aequitas canonica. cit.. p. 230: «L'applicazione poi della legge 
canonica ( ... ) da parte di quanti si trOYano in un qualsiasi ministero di autorita dovra sempre 
regolarsi dall'equilibrio e misura che impone in modo vincolante lo spirito di servizio 
richiesto esplicitamente dal Signore»; a continuación apoya su afirmación en citas de Mt 20. 
25-27 Y Le 22. 44-31. 
115. A. BLASI. Jl diritto alla difesa ...• cit.. p. 60: «La gratia. la tolerantia. l'aequitas. 
danno la elasticita necessaria all'ordinamento canonico e gli permettono la disapplicazione 
delle leggi quando queste diventano occasione di peccato». 
116. JUAN PABLO 11. Discorso alla Rota Romana 1990 ...• cit.. p. 4: «E opportuno 
soffermarsi a riffletere su di un equivoco. forse comprensibile ma non per questo meno 
dannoso. che purtroppo condiziona non di rado la visione della pastoralita del diritto eccIe-
siale. Tale distorsione consiste nell'attribuire portata ed intenti pastorali unicamente a 
quegli aspetti di moderazione e di umanita che sono inmediatamente collegabili con 
l'aequitas canonica; ritenere cioe che solo le eccezioni alle leggi. l'eventuale non ricorso ai 
processi ed alle sanzioni canoniche. lo snellimento delle formalita giuridiche abbianovera 
rilevanza pastorale». Este discurso -que además tiene el valor de ser muy reciente- se debe 
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«En ocasiones habrá que acudir a la aequitas canonica y a otros 
modos de proceder, formalmente no jurídicos, pero no porque en esos 
modos radique exclusivamente la pastoralidad del derecho, sino porque, 
como es obvio, la actividad de la Iglesia no se agota en el actividad jurí-
dica que siendo necesaria, no es la más importante»117. 
En la aplicación práctica del derecho en la Iglesia deben considerarse 
todas las manifestaciones de flexibilidad necesarias, pero igualmente 
deben tenerse también en cuenta las exigencias de justicia, que nunca 
pueden ser negadas. La verdadera justicia en la Iglesia, animada por la 
caridad y atemperada por la equidad, merece siempre el atributo de 
pastoral. En definitiva, no puede haber un ejercicio de auténtica caridad 
pastoral que no tenga en cuenta antes de todo la justicia pastoral l18. 
Un problema que se plantea es la consideración de la equidad como 
derecho fundamental. Como ya hemos dicho, la equidad queda citada, 
dentro del c. 221 § 2, como derecho de los fieles. A pesar de que la 
referencia sea tan explícita, no parece que se resuelva definitivamente el 
problema: según Hervada, «aunque se habla de un derecho a ser juzg,ado 
con equidad, propiamente la equidad es más un deber del juez que un 
derecho del justiciable, pues el derecho se refiere a la justicia» 119. 
Sin embargo, pienso que cabe añadir, siguiendo a Lo Castro, que se 
trata de un deber del juez que no es sólo moral, sino también exigible por 
el fiel en el juicio; la equidad, de acuerdo con lo que acabamos de indicar, 
tiene una dimensión realmente jurídica, y el fiel puede pretenderla, a 
través de los correspondientes recursos jurisdiccionales en caso de que no 
se aplique120• De acuerdo con esta interpretación, se trata de un derecho 
citar como una de las fuentes más importante en esta materia. pues el Romano Pontífice quiso 
dedicarlo casi íntegramente a estudiar las relaciones entre la pastoral y el derecho. 
117. T. RINCÓN-PÉREZ. Juridicidad y pastoralidad .... cit.. p. 245. 
118. JUAN PABLO 11. Discorso aUa Rota Romana 1990. cit.. p. 5: «La vera giustizia 
nella Chiesa. animata dalla carita e temperata dall'equita. merita sempre l'attributo qualifica-
tivo di pastorale. Non puo esserci un esercizio di autentica carita pastorale che non tenga 
conto anzitutto della giustizia pastorale». 
119. J. HERV ADA. sub c. 221. en AA. VV .• Código de Derecho Canónico, edición 
anotada a cargo del Instituto Martln de Azpilcueta .... cit.. p. 179. 
120. G. Lo CASTRO. /l soggetto e i suoi diritti neU'ordinamento canonico. Milano 
1985. p. 229. nota 48: Después de recoger esta cita de HERVADA comenta que «come se 
dunque. l'equita non facesse parte di questa dimensione e rappresentasse un dovere solo 
morale del giudice. non esigibile da parte del fedele sottoposto a giudizio. Ma forse e meglio 
ritenere che l'applicazione dell'equita nel giudizio non rappresenti solo un dovere morale del 
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del fiel, que además es de carácter fundamental, en cuanto que está 
recogido en el c. 221. 
l. La tutela en las relaciones con la administración eclesiástica 
El derecho a la tutela en los procedimientos administrativos es, 
quizás, uno de los temas que más ha estudiado la doctrina, como veremos 
a continuación. Como veremos, buena parte de la discusión se centra 
precisamente en la vigencia de este derecho en el ámbito de la jurisdicción 
contenciosa administrativa, dado que el iter de codificación de esta materia 
es especialmente tortuoso. 
1. El esquema sobre el proceso contencioso administrativo 
Los antecedentes próximos sobre el proceso contencioso administra-
tivo se remontan a los diez Principia quae Codicis recognitionem dirigant. 
En el séptimo se expresaba el deseo de que en el nuevo Código se 
ordenara un procedimiento de carácter contencioso administrativo, y 
también de que se organizaran en la Iglesia tribunales administrativos, 
según grados y especies, así como la regulación del proceso l21 • 
Poco después, el Coetus specialis que estudiaba la LEF acabó de 
redactar el Textus prior de 1969. En él -seguramente teniendo en cuenta el 
Principium que acabamos de comentar- se establecía que los fieles tienen 
derecho a la tutela también por vía administrativa, en los casos definidos 
por el derechol22• Paralelamente, en cumplimiento del deseo del Sínodo, 
giudice ma abbia nelI'ordinamento canonico una dimensione realmente giuridica e concreti il 
«suo,. di ogni fedele, il quale puo pretenderla anche attraverso ricorsi giurisdizionali in caso 
di mancata applicazione,.. / 
121. Principia quae Codicis luris Canonici recognitionem dirigant, en «Communicatio-
nes,. 1 (1969), p. 83: «Necessitas ubique persentitur ordinandi in Ecclesia tribunalia admini-
strativa secundum gradus et species, ita ut defensio iurium in eisdem habeat propriam et 
canonicam proceduram quae apud auctoritates diversi gradus apte evolvatur». 
122. Cfr. PONTIFICIA COMMISIO CODlCI IURIS CANONlCI RECOGNOSCENDO, Schema Legis 
Ecclesiae Fundamentalis cum Relatione, Typis Polyglottis Vaticanis 1969. p. 15; se trataba 
del c. 21 § 1: «Christifidelibus competit ut iura quibus in Ecclesia gaudent legitime defendant 
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un Coetus reducido del grupo «De processibus» redactó dos esquemas, 
en 1970 y en 1972123• 
A la vez, el actual c. 221 seguía discutiéndose en el seno del proyecto 
de la LEF. En 1979 hubo una sesión del Coetus mixtus, en la que se 
pretendía efectuar una última revisión de estilo en este cuerpo legal, para 
proceder a su definitiva promulgación. Entre las decisiones que se 
adoptaron estaba la de suprimir la referencia a la doble vía, administrativa 
y judicial 124. 
En cuanto al proyecto de esquema sobre el proceso administrativo, 
una vez recibidos los votos de los diversos organismos que recibieron el 
proyecto de 1972, fue corregido nuevamente y revisado en varias ocasio-
nes. En 1980 y en 1982 sirvió de base para la redacción de los dos 
esquemas unitarios del Códigol25• En ambos esquemas se establecían 
tribunales administrativos -que en 1982 eran facultativos, mientras que en 
el primer esquema unitario tenían el carácter de obligatorios-, de carácter 
local o regional, con la posibilidad de que algunos de estos últimos fue-
ran de apelación l26• 
in foro ecclesiastico, et quidem via iudiciali necnon, in casibus iure definitis, via admini-
strativa. ad normam sacrorum canonum». 
123 . Cfr. «Cornmunicationes» 4 (1972). pp. 35-36. Se puede destacar que antes de que 
esto ocurriera. ya habían llegado a la Santa Sede dos propuestas de cánones sobre esta 
materia: una era el documento On due process preparado por la Canon Law Society of America 
y enviado por la Conferencia episcopal de Estados Unidos (octubre de 1969); la otra fue 
elaborada por la Conferencia episcopal de Baviera (mayo de 1971): cfr. R. BERTOLlNO, La 
tutela dei diritti .. .• cit., p. 76. Un comentario al documento On due process se puede ver en 
J. P. BEAL, Protecting the rights ollay Catholics en «The Jurist» 47 (1987), pp. 138-141. 
Este sistema fue puesto en práctica por varias diócesis de la Conferencia Episcopal de 
Estados Unidos, de acuerdo con el c. 1733: p. 142. 
124 . La sesión fue del 24 al 29 de septiembre de 1979: cfr. "Communicationes» 12 
(1980), p. 25. 
125. Cfr. G. LOCASTRO,/l soggetto ... , cit., p. 218. De acuerdo con F. O'OSTlLlO, La 
storia del nuovo Codice ...• cit., p. 49, ya antes fue presentado al Romano Pontífice para su 
promulgación como texto independiente, pero el Santo Padre prefirió unirlo a los demás 
esquemas, y aprobar todo el Código conjuntamente. 
126. Cfr. c. 1689 § 1 del Schema novissimum de 1982, que establecía -a voluntad de las 
diócesis- tribunales de primer grado, exclusivamente para cuestiones administrativas; y el 
c. 1690 § 1 del mismo Schema, que permitía la erección de tribunales de segundo grado, 
también para la materia adeministrativa. Además, el c. 1690 § 2 permitía la apelación a la 
Signatura Apostólica, tanto en segundo grado -de una causa que proviene de .un tribunal 
diocesano- como en tercer grado. Los cánones citados se pueden consultar en R. BERTOLINO, 
La tutela dei diritti ... , cit.. pp. 77-78 . 
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Como es conocido, en el texto definitivo que fue promulgado, por 
decisi6n personal de Juan Pablo 11, fueron suprimidos estos cánonesl27. 
El proyecto presentado por el grupo de trabajo de processus admini-
strativus, cuya historia acabamos de sintetizar, abrig6 un gran número de 
expectativas; pero se originaron también intensos debates en la doctrina 
canonística sobre la conveniencia, y ante todo, sobre la posibilidad de 
constituir tal tipo de tribunales en la Iglesial28• 
Los principales problemas eran de carácter dogmático; se planteaba 
sobre todo la posibilidad doctrinal de revisi6n de los actos de un Obispo, 
por parte de una autoridad diversa del Romano Pontífice l29• Esta difi-
cultad, y también que los tribunales que juzgasen de los actos del Obispo 
los integraran sacerdotes o laicos, estuvo presente a lo largo de toda la 
fase redaccional del C6digo130• Por ello, el Santo Padre decidi6 no 
aprobar, al menos por el momento, otros tribunales administrativos 
inferiores a la Signatura Apost61ica, aunque sin excluir que se pudieran 
erigir en el futuro 131• 
127. Pienso que es especialmente interesante el testimonio lJcrsonal de R. J. CASTILLO 
LARA. La difesa dei diritti neIl'ordinamento canonico ... • cit.. p. XVI: «Personalmente ho 
insistito molto. anche in altissima sede. per conservarenella promulgazione del CIC la parte 
riguardante i Tribunali Amministrativi». 
128. Cfr. R. BERTOLINO. La tutela dei dirifti ...• cit.. p. 80. 
129. G. Lo CASTRO. 11 soggetto ...• cit.. p. 220: habla de «i gravi risvolti dommatici. 
della sindacabilita di un atto vescovile da parte di un tribunale promanen te da un'autorita 
diversa dal Romano Pontefice (i tribunali di primo e di secondo grado dovevano essere stabi-
liti dalle Conferenze episcopali)>>. 
130. R. J. CASTILLO LARA.lA difesa dei diritti neIl'ordinalllento canonico. cit.. p. XV: 
«Si accumularono poi riserve sulla possibilita teologica di sottomettere gli atti arnministra-
tivi del Vescovo al controllo di tribunali amrninistrativi forma ti da preti e forse anche da 
laici». Según C. VENTRELLA. 1 tribunali regionali amministrativi nella Chiesa: novita senza 
rivolgimenti. en AA. VV .• Atti deU'incontro interdisciplinare sulla tutela delle situazioni 
giuridiche soggetive nel diritto canonico, civile, amministrativo. Milano 1991. p. 71. 
«l'apertura dei tribunali a laici. di elevata cultura giuridico-pastorale. contribuirebbe a 
risolvere le difficolta di reperimento del personale». Aunque este argumento es cierto. no 
resuelve el problema. porque la dificultad que plantea el cardenal CASTILLO-LARA no es de 
conveniencia. sino de fundamento. 
131. R. J. CASTILLO LARA, La difesa dei diritti nell'ordinamento canonico ...• cit.. 
p. XV: «11 Santo Padre. dopo personale studio e aderendo al parere di autorevoli consiglieri. 
decise di non includere, almeno per ora. altri tribunali arnministrativi all'infuori della Sectio 
Altera della Segnatura Apostolica. non escIudendo. come disse personalmente, che cio 
potesse farsi nel futuro» . Cfr. G. Lo CASTRO. 11 soggetto ...• cit.. p. 218. 
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2. La tutela en las relaciones con la administración en la legislación 
vigente 
En el actual CIC únicamente aparece la mención de la competencia de 
la Signatura en esta materia; y por lo tanto, ante ausencia de normativa que 
lo regulase, se interpretaba que se debían aplicar las Normae speciales, 
que fueron aprobadas ad experimentum para este Tribunal en 1968, y los 
artículos dedicados a éste en la. Consto Ap. Regimini Ecclesiae Universae. 
De acuerdo con ambos cuerpos normativos, el Alto Tribunal, a través de 
su Sección Segunda, podía juzgar sobre la ilegitimidad del acto impugna-
do, y sólo se admitían recursos contra actos provenientes de un Dicasterio 
de la Curia romana132. 
Actualmente, con la reciente promulgación de la Consto Ap. Pastor 
Bonus -que sustituye a la Regimini Ecclesiae Universae- se ha perfeccio-
nado la normativa relativa a la Signatura Apostólica 133, acogiendo normas 
acerca del procedimiento contencioso administrativo que habían sido 
desechadas al abandonar el anterior proyecto. Y todavía la evolución no 
está cerrada, porque falta aún por promulgar la Lex propria Supremi 
Tribunalis Signaturae Apostolicae, prometida por el arto 125 de la Consto 
Ap. Pastor Bonus l34 , y que está llamada a sustituir a las Normae 
132. Cfr. art. 106 Const. Ap. Regimini Ecclesiae Universae. A pesar de que sólo están 
previstos los recursos por ilegitimidad del acto, «e prevalsa la tendenza a non interpretare in 
sen so rigorosamente restrittivo quel vizio di violatio legis indicato. sin dalla legge costitu-
tiva. come unico motivo di ricorso», pues al valorar la ilegitimidad del acto se han admitido 
motivos de equidad y de derecho natural: P. MaNETA. La tutela delle situazioni giuridiche 
soggetive nel diritto canonico: rimedi amministrativi e giurisdizionali, en AA. VV., Atti 
dell'incontro interdisciplinare sulla tutela .... cit.. p. 25. 
133. Así, en J. HERRANZ. La giustizia amministrativa nella Chiesa dal Concilio 
Vaticano 11 al Codice del 1983, en "Ius EccJesiae» 2 (1990), pp. 440-448 se citan entre otros 
la ampliación de competencias de este Tribunal, los motivos de nulidad (<<propter 
violationem legis in decernendo vel in procedendo»: art. 123 § 1) Y la inclusión de la 
reparación de daños provocados por actos ilegítimos. Sobre este último tipo de recursos, 
aunque ya está previsto en el CIC vigente (cfr. c. 128). R. COPPOLA. Problematica delle 
posizioni giuridiche soggettive: profili sostanziali ed operativi dopo il nuovo Codice di 
diritto canonico. en AA. VV .• Atti deU'incontro interdisciplinare ... . cit.. p. 59. destaca que 
el art. 123 § 2 de la Const. Ap. Pastor Bonus supone una innovación al indicar la 
competencia de la Signatura Apostólica. así como el juicio -en esta materia- acerca de la 
ilegitimidad del acto, sin ninguna referencia directa a la situación subjetiva lesionada. 
134. Más detalles sobre las formas del procedimiento de este recurso se pueden ver en 
J. MIRAS, El contencioso-administrativo canónico en la Constitución apostólica «Pastor 
Bonus», en «Ius canonicum» 30 (1990), pp. 409-422. 
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speciales; y en ella se podrían introducir nuevas modificaciones técnicas, 
y acoger soluciones desechadas en los esquemas del Cle. 
Desde el punto de vista del derecho . estrictamente vigente, es 
necesario plantearnos cuál es el ámbito de la tutela del fiel, en sus 
relaciones con la administración eclesiástica. Parece claro que la intención 
del legislador no era reducir la tutela, porque cuando se realizó la supre-
sión de la referencia en el Coetus de la LEF, en el grupo De processibus 
se seguía discutiendo sobre el procedimiento administrativo; incluso se 
aprobaron después los esquemas en los que se admitían tribunales de 
primer y segundo grado135. 
Para enfocar el tema, se puede considerar que, por un lado, parece 
necesaria, para que haya una eficaz garantía de los derechos de los fieles, 
que se facilite el acceso a un proceso judicial: 
«Sería ineficaz todo derecho que estuviera indebidamente garantizado 
o no tuviera cauces jurídicos para obtener la garantía: no podría ser 
llamado verdadero derecho, al menos en el contexto de ese orden 
jurídico»136. 
Dado que el esperado esquema de procedimientos administrativos no 
llegó a promulgarse, la conclusión que se puede extraer es que el actual 
sistema procesal es incompleto, y que las garantías en materia procesal, al 
menos en este punto, parecen insuficientes137. 
De todas maneras, pienso que la falta de tribunales contencioso 
administrativos -al margen de la Signatura Apostólica- no lleva consigo la 
arbitrariedad de la administración eclesiástica, ni deja los derechos de los 
fieles expuestos a abusos de poder o privados de defensa138. Pienso que 
135. La supresión de las palabras et quidem via iudiciali necnon, in casibus iure 
deJinitis, via administrativa se realizó en 1979; y en 1980 se terminó el esquema del CIC en 
que se instauraban tribunales obligatorios de primer y segundo grado; en 1982 se aprobaba 
otro esquema, en que estos tribunales eran facultativos. 
136. J. 1. ARRIETA, Oportunidad de la tutela procesal ...• cit .• p. 475. 
137. Esa es la opinión de un sector de la doctrina: R. BERTOLlNO. La tutela dei diritti ...• 
cit.. p. 156: «L'amputazione del completo sistema di giustizia amministrativa disciplinato 
ancora nel novissimum Schema Codicis luris Canonici ha tolto l'elemento piu atteso, in 
novitli e modemitli. della nuova codificazione processuale. che cosi. appare fortemente 
riduttiva rispetto alle prospettive di riforma». 
138. R. J. CASTILLO LARA. La difesa dei diritti neU'ordinamento canonico ... • cit.. 
p . XVI: «C'e chi pensa che la mancanza di controllo processuale lasci aperta la via 
all'arbitrarieta dell'amministrazione ecclesiastica e i diritti soggetivi dei fedeli. proclamati 
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se deben tener en cuenta la variedad de medios de tutela que existen en la 
Iglesia, que garantizan una protección real del fiel, en sus relaciones con 
la administración 139. 
Se puede concluir que el sistema actual, en el que el recurso conten...: 
cioso administrativo está ciertamente limitado, es válido en la medida en 
que procura una defensa eficaz. Lo cual, con lo que ya hemos visto, se 
puede afirmar que se consigue, en cuanto que el contencioso adminis-
trativo es suficiente para tutelar los derechos e intereses legítimos de los 
fieles 140. 
11. EL DERECHO DE ACCIÓN 
En este apartado veremos una de las instituciones procesales con 
mayor tradición en el derecho canónico, como es la acción; la estudiare-
mos en su integridad y con toda su amplitud, aunque adoptaremos una 
perspectiva peculiar: procuraremos ir mostrando, a lo largo de las páginas 
que siguen, las relaciones entre el reciente derecho a la tutela, y la acción 
canónica. Intentaremos que quede patente que la acción supone la realiza-
ción procesal de la tutela jurídica que el ordenamiento canónico garantiza a 
los fieles. 
A. Introducción al derecho de acción 
El derecho de acción queda recogido en el c. 1491, que confiere, de 
manera muy amplia, acción a todo derecho subjetivo. Su fórmula es muy 
cosl solennemente, si vedono esposti ad eventuali abusi di potere e, privati di una efficace e 
reale possibilita di difesa, diventano pressoché lettera morta,. 
139. En el campo administrativo, sobre todo, el Consejo de reconciliación y el recurso 
jerárquico, el cual puede llegar al contencioso administrativo ante la Signatura Apostólica. 
140. J. HERRANZ, La giustizia amministrativa ... , cit., p. 453: <eL'attuale sistema della 
giustizia amministrativa ecclesiastica ( ... ) rappresenta un sistema di garanzia secondo me 
sufficiente per la tutela giuridica dei diritti soggetivi e dei legittimi interessi dei fedeli, 
chierici e laici». Cfr. también R. J. CASTILLO LARA, La difesa dei diritti nell'ordinamento 
canonico ... , cit., p. XVI. 
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similar a la del c. 1667 del CIC 17141 ; únicamente varía la estructura de la 
norma. 
Pero se puede indicar que, a pesar de la similitud de ambos cánones, 
durante el proceso de renovación del derecho canónico se pensó introducir 
algunas modificaciones, que son de interés desde el punto de vista del 
derecho a la tutela. Algunos órganos de consulta pidieron al Coetus de 
Processibus la adición de un segundo párrafo en este canon: 
«Si causa apud tribunal civile agatur vel iam iudicata sit, in eadem 
causa nonnisi consentiente Episcopo actio datur coram tribunali ecc1e-
siastico» 142. 
Los consultores discutieron el futuro c. 1491. Parecía que el requisito 
del consentimiento del Obispo, en los casos en que la acción se intenta 
ante el Tribunal civil, era una restricción innecesarial43. Después de una 
breve discusión se decidió no añadir el parágrafo que se sugería. De esa 
manera se llegó a la versión actual, en la que no hay ningún límite al 
derecho de acción. 
En cuanto al fundamento del derecho de acción, es habitual en la 
doctrina encontrarlo en la prohibición de la llamada autodefensa o defensa 
privada 144. Según esta concepción, la protección que los particulares tie-
nen de su patrimonio jurídico para defenderlo de los ataques de terceros, 
no puede ser otra que el uso de medios de composición pacífica. 
Esos medios posibles eran variados. En efecto, en la historia del 
derecho hallamos una etapa en la que la organización de protección de los 
derechos estaba asumida jurídicamente por los ciudadanos, de modo 
privado o particular. Con el paso de los siglos, por razones evidentes de 
paz social, esta tutela va siendo asumida por la sociedadl45, y correlativa-
141. C. 1667 CIC 17: «Quodlibet ius non solum actione munitur, nisi aliud expresse 
cautum sit, sed etiam exceptione quae semper competit et est suapte natura perpetua». 
142. «Communicationes» 11 (1979), p. 69 . 
143. Cfr. Ibidem, p. 69. 
144. Valga por todos M. CABREROS DE ANTA, Las acciones y excepciones, en ALONSO 
MORÁN y CABREROS DE ANTA, Comentarios al C6digo de Derecho Canónico, vol. m, Madrid 
1964, p. 398: «Proscrito del campo del derecho la autodefensa o defensa privada de los 
propios derechos, que antiguamente estuvo en uso frecuente, y abolidas también las pruebas 
físicas llamadas ordal(as o juicios de Dios, fue necesario admitir la defensa jurídica y pública, 
prestada por la autoridad jurisdiccional». 
145. Sobre esta evolución, cfr. A. MONTaN REDONDO, Iniciaci6n al estudio del Derecho 
Procesal, Salamanca 1987, p. 10, que destaca que precisamente por influjo del derecho 
canónico en la época moderna adquiere de nuevo vigor la prohibición de la autodefensa. 
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mente se va suprimiendo la autodefensa. Pero la necesidad de tutela 
subsiste; por eso se debe permitir la acción l46. 
Además, desde un punto de vista del derecho positivo, el c. 1400 
parece confirmar esta interpretación, al afirmar que cualquier controversia 
que surja entre los fieles -o entre personas jurídicas sujetas a la potestad 
eclesiástica- puede ser sometida a la potestad judiciaria de la Iglesia. Por 
lo tanto, no se hace necesario acudir a la defensa privada, en cualquiera de 
sus formas, pues la Iglesia ofrece medios públicos para ello. 
«La justicia en la sociedad se logrará cuando la organización jurídica 
de ella provea debidamente a la protección jurídica de esos derechos de la 
persona. El nuevo ele ha sido sensible a esta exigencia de justicia de la 
sociedad eclesiástica ( ... ): el propio ele contiene un entero Libro -el VII, 
De processibus- destinado a prever un sistema de protección jurídica de 
los derechos subjetivos, incluso frente a la Administración eclesiástica, 
como enseña con claridad el canon 1400 al determinar qué cuestiones 
pueden ser objeto del juicio eclesiástico»147. 
B. Distinción de la acción y el derecho controvertido 
Es un tema habitual en la doctrina tratar sobre la posible distinción 
entre el derecho controvertido y la acción. A raíz de las discusiones que se 
han producido en la doctrina civil, en sede canónica se planteó una cues-
tión similarl48. Merece la pena en este trabajo examinar, aunque sea 
brevemente, la polémica sobre la autonomía de la acción, porque adquiere 
nuevas perspectivas desde el punto de vista del reciente derecho a la tutela: 
como veremos enseguida, uno de los aspectos del derecho de acción que 
los tratadistas de este siglo querían destacar, con dicha polémica, era 
precisamente la necesidad de una tutela auténtica y eficaz. 
146. Cfr. F. ROBERTI, De actione promotoris ... , cit., p. 571 
147. C. DE DIEGO-LORA, La tutela de los dereclws en la Iglesia en AA. VV., Manual de 
Derecho canónico, Pamplona 1988. p. 720. 
148. Como reconoce F. ROBERTI. De Processibus. t. l. ... cit., p. 60: «Haec quaestio 
recentiore tempore acriter agitata praesertim in Germania doctores iuris processualis 
dividit», y WERNZ-VIDAL. lus Canonicul1l. t. VI: De Processibus. Romae 1927, p. 215: «In 
hac quaestione. quae inter iuristas modernos fuit valde agitata. faciJe fieri potest confusiolO. 
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1. Argumentos sobre la distinción 
En el Derecho canónico, el Código protege con acción, como regla 
general, todos los derechosl49: nisi aliud expresse cautum sito Por ello, 
los autores que opinan que la distinción existe, se ft,mdamentan en los 
casos en que esto no ocurre, aunque sean excepcionales. 
Según Roberti, del enunciado del C. 1667 del CIC 17 (hoy C. 1491) 
se puede deducir de diversas maneras la distinción. Del mismo enunciado 
del canon -nisi aliud cautum sit- se deduce que puede haber derechos 
destituidos de acción, aunque no sea lo habitual; y el derecho sin embargo 
permanece completo. Además, la acción es temporal, mientras que la 
excepción es perpetua. Por lo tanto, una vez prescrita la acción, el derecho 
sigue gozando de defensa a través de la excepción 150. 
Hay casos en los que es posible encontrar derechos a los que no les 
corresponde acción. Así, los derechos que se protegen con tutela admi-
nistrativa, o las acciones que prescribenl51 • Se pueden aducir, además, 
acciones que no corresponden a derechos. Roberti propone entre ellas las 
acciones cautelares o de secuestro, o las posesorias. Se conceden porque 
se considera que pueden corresponder a algún derecho. Pero cuando se 
concede no consta el derechol52. 
Según Vidal, sin embargo, del derecho de acción no se deduce su 
distinción del derecho material. Al contrario, la acción es el uso del 
derecho de actuar, el cual coincide con el derecho subjetivol53• Basa su 
doctrina sobre la acción en la distinción que realiza entre acción in actu 
primo y acción in actu secundo. La acción in actu secundo corresponde 
con la acción en sentido procesal, y sería la imploración de la pública 
autoridad en defensa del propio derecho. Esta acción se distingue del 
derecho controvertido, en cuanto que es su ejercicio; de la misma manera 
149. Lo cual no debe extrañar. habiendo nacido la acción para defender derechos: cfr. 
F. ROBERTI. De Processíbus. t. 1.. .• cit.. p. 63. A lo cual yo añado que afortunadamente es 
así. pues de otra manera difícilmente se podrían tutelar muchos derechos. 
150. Para estos dos últimos argumentos. cfr. Ibídem. p. 64. 
151. Cfr. Ibidem. p. 66. 
152. Cfr. Ibidem. p. 67. 
153. WERNZ-VIDAL.lus canonicum. t. VI.. .• cit.. p. 214: «Actio. ut ipsa vox insinuat, 
significat usum iuris agendi,.. 
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que el derecho de propiedad se distingue del de habitación, que es su 
ejercicio 154. 
Es la acción in actu primo o derecho de actuar la que no se distingue 
del derecho material, del que deriva: la acción in actu secundo presupone 
el derecho de actuar, y concuerda con el mismo derecho, como el 
usufructo concuerda con el derecho de propiedad: es una facultad conte-
nida en el derecho l55. 
Como se puede observar, en esta concepción está latente la idea de 
garantizar la tutela de todos los derechos: dado que se ha sustraído a los 
particulares la defensa de sus derechos, es necesario que sea la sociedad la 
que preste esta función; y si no se otorga a todos los derechos una acción, 
sería un derecho cuya defensa privada está prohibida, y sin posibilidad de 
defensa pública. 
Pero como ocurre que la acción y el derecho subjetivo del que deriva 
tienen características distintas, y que incluso a veces el ejercicio concreto 
se prohibe, debemos concluir que este ejercicio sí difiere del derecho 
sustantivo; esta es la acción in actu secundo, que puede ser derecho, pero 
en cuanto que está contenido en el anterior del que deriva. De esta manera 
se puede admitir que el ejercicio concreto de una acción pueda ser regu-
lado o incluso limitado, sin que por ello disminuya su tutela, puesto que 
conserva la acción in actu primo. 
2. Características especiales de la acción canónica 
Es posible encontrar, además, algunas características especiales de la 
acción canónica. En primer lugar, se debe llamar la atención sobre la 
importancia del fin institucional de la Iglesia para el derecho de acción, en 
cuanto que es un medio necesario y suficiente para promover, más o 
menos directamente, también en campo judicial, la realización de la salus 
154. Ibídem, p. 214: «Actio in actu secundo (actio processualis), i. e. imploratio publi-
cae auctoritatis in tuitionem proprii iuris, evidenter differt a iure controverso, sicut habitatio 
domus a iure proprietatis cuius est exercitium». 
155. Ibídem, p. 215: «Illa actio (in acto secundo) supponit ius agendi, et ius agendi 
cohaeret cum ipso iure sicut ius utendi fruendi cum iure dominii. Certe omnis facultas 
contenta in iure subiectivo ab ipso iure non differt». 
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animaruml56 . De ahí se derivan «los motivos de interés público que se 
hallan, más vivos que en los ordenamientos estatales, dentro de la 
actividad jurisdiccional de la Iglesia, y que se manifiestan en formas 
típicas» 157. 
La primera manifestación del fin de la salus animarum es la ratio 
peccati como inspiradora de varias reglas del ordenamiento canónico. La 
razón de pecado y los asuntos espirituales marcan la competencia judicial 
que es propia y exclusiva de la Iglesial58 . También deriva del fin 
institucional de la Iglesia la prevalencia del derecho objetivo sobre las 
pretensiones deducidas en juicio. Ello influye especialmente en algunas 
instituciones, como el régimen especial de cosa juzgada y la prevalencia 
de la verdad real sobre la procesal l59. 
Otra de las características que distinguen al derecho de acción canó-
nica es la relevancia del derecho natural. Se debe destacar especialmente, 
pues Vidal fundamenta su doctrina en la necesidad de la defensa de los 
derechos subjetivos, lo cual es de derecho natural, y en la prohibición de 
la autotutela. Por esta prohibición, para hacerla eficaz, a cada derecho le 
debe corresponder su defensa judicial, es decir, la acción; un ordena-
miento que no concediera acción a cada derecho adolecería de una pobre 
recepción del derecho natural, pues provocaría situaciones de indefen-
siónl60• De ahí deriva, para Vidal, la consecuencia de que a cada derecho 
le debe acompañar una acción, pues en otro caso, ese derecho quedaría 
desprotegido, atentando al derecho natural l61 • 
156. F. DELLA ROCCA.11 diritto di azione nell'ordinamento canonico. en AA. VV .• Acta 
Congressus internationalis .... cit.. p. 78: El derecho de acción se dirige «quale mezzo 
necessario e sufficiente. allo scopo di promuovere. pHi o meno direttamente. anche nel 
campo giudiziario. la realizzazione del fine della salus animarum». 
157. ID .• Instituciones de Derecho procesal canónico. trad. castellana. Buenos Aires 
1950. p. 44. 
158. Cfr. c. 1401. 
159. Cfr. Ibidem. p. 80. 
160. WERNZ-VIDAL.lus canonicum. t. VI.. .• cit.. p. 215: «Quae facultas invocan di 
publicam auctoritatem in favorem iuris controversi aut violati inhaeret cuilibet iuri secundum 
iuris naturalis principia hoc ipso quod in societate extra casum legitimae et moderatae 
defensionis contra iniustum aggresorem. non est permissa privata iurium per vim vindicatio. 
Ideo societate constítuta ius aliquod utile plene non habetur nisi in quantum actio (ius agendi) 
habetur. pro casu quo ius fuerit violatum». 
161. Cfr. WERNZ-VIDAL.lus canonicum. t. VI.. .• cit.. p. 215. También J. PASQUARIELLO. 
Doctrina canonica de actione. en «Ephemerides Iuris Canonici» 4 (1948). p. 451. del que 
destacamos: «iura naturalia et divina sunt talia et talia manent etiam non collecta in lege 
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Frente a ello, Roberti pone de relieve que el problema que se plantea 
se debe enfocar de otra manera: ya provenga la acci6n junto con el 
derecho subjetivo del derecho objetivo, ya sean esencialmente distintos 
ambos, siempre se supone previo el derecho objetivol62• La cuesti6n se 
reduce por tanto al fundamento del derecho objetivo, que puede ser expli-
cado por diversos sistemas filos6ficos l63 , pero siempre debe respetar el 
derecho natural. 
3. Algunas consecuencias de la autonomía de la acción 
Como hemos visto, por derecho natural, el ordenamiento debe otor-
gar tutela a todos los derechos. Y pienso que, efectivamente, a cada 
derecho se le otorga un derecho a la tutela. Pero también, de acuerdo con 
Roberti, de la concepci6n amplia de tutela no se deriva que exista una 
uni6n intrínseca entre el derecho de acci6n y el derecho controvertido. 
La protecci6n jurídica normal de un derecho es la acci6n, pero a veces 
es preferible negarla. Pues bien, también en esos casos se ha producido 
una tutela de los derechos de los fieles, que ha consistido precisamente en 
denegar la acci6n para proteger otro derecho, por razones de utilidad 
pública 164. 
Se puede destacar, en este sentido, la opini6n de un tratadista ya 
clásico, como es Lega, el cual afirma que la autonomía de la acci6n debe 
admitirse en el derecho can6nico, por el uso práctico que tiene: con esta 
distinci6n entre acci6n y derecho controvertido es posible denegar la 
acci6n cuando se vea conveniente, por razones de utilidad del bien 
común l65• 
positiva ecclesiastica et ut talia habent intrinsecam vim coactivam. Coactio competit omni 
yero iuri. Haec est regula generalis contenta in can. 1667,.. 
162. F. ROBERTI, De Processibus, t. 1.. .• cit.. p. 62: «Quodlibet ius subiectivum 
innititur iure obiectivo seu lege, sicut quaelibet actio a iure obiectivo procedit. Ergo sive 
actio surgat una cum iure subiectivo si ve ab hoc essentialiter distincta appareat, semper ius 
obiectivum supponit,.. 
163. Ibidem, p. 62: «Tota igitur quaestio est de fundamento iuris obiectivi. quod potest 
iuxta diversa philosophica systemata explicari,.. 
164. Ese es el caso de la promesa incumplida del matrimonio: se deniega la acción, para 
tutelar otro derecho, en este caso, el de inmunidad de coacción del c. 219. 
165. «Verum actionis a iure controverso distinctio, maxime in iure positivo, uti 
necessaria et fundamentalis admittenda est. Nam omnibus in confesso est, ius positivum 
quibusdam iuribus, lege naturali plene validis et efficacibus, denegare pos se, legitima de 
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y se puede extraer otra consecuencia importante, acerca del interés 
legítimo. Ya hemos visto que, de acuerdo con la doctrina de la autonomía 
de la acción, a veces el derecho subjetivo queda sin la protección de la 
acción. Sin embargo, aunque esto ocurra por razones de interés público, 
configurar la acción unida al derecho subjetivo supone una limitación de la 
tutela jurídica: 
«A nuestro juicio, limitarse al tema de los derechos subjetivos, como 
únicas titularidades jurídicas dignas de protección judicial, no resulta 
convincente en la actualidad. En primer lugar, por reducir en gran manera 
el campo de protección jurídica que puede ofrecer la función judicial; de 
otra parte, porque, de este modo, se limita en igual medida la función de 
justicia en la sociedad» 166. 
Es insuficiente, por tanto, el concepto de acción ligado al derecho 
subjetivo, puesto que lo que el ordenamiento canónico pretende es ofrecer 
soluciones justas en cada situación conflictiva 167. Será por tanto la justicia 
la que legitime el acceso a la acción; y para buscar precisamente la justicia 
en cada caso concreto, será el interés legítimo a evitar una injusticia, 
presente o probable, el que recibirá la tutela del ordenamientol68• De esta 
manera, queda asegurada la auténtica tutela de la justicia en las relaciones 
jurídicas del fiel. 
c. El objeto de la acción 
Una vez que ya se ha estudiado la autonomía de la acción del derecho 
controvertido, queda claro que el objeto no es el mismo derecho contro-
vertido, entre otras razones porque éste puede que no exista. En las 
causa, iudicialem tuitionem»: M . LEGA, De ludiciis ecclesiasticis, 2" edición vol. 1, Romae 
1950, p. 167. 
166. C. DE DIEGO-LORA, Poder jurisdiccional ... , cit., p. 168. 
167 . Ibidem, p. 171: «Se ha de afirmar, pues, por nosotros, la tesis de que en la sociedad 
eclesiástica lo que inerece quedar siempre protegido por la tutela judicial es la justicia exigida 
en cada situación jurídica concreta que se presente». 
168 . Ibidem, p. 172: «Es preferible -frente a la doctrina que hace coincidir acción con 
derecho subjetivo- sostener la afirmación de que el interés legítimo, digno de recibir la tutela 
jurídica, es el que justifica la legitimación que facili ta acceder en reclamación a la vía 
judicial». Por otro lado, los derechos subjetivos quedarán a su vez tutelados por el ordena-
miento, pero en la medida en que éste protege tal ejercicio: p. 172. 
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páginas que siguen procuraremos indicar cuál puede ser, teniendo en 
cuenta las características que se deducen del nuevo c. 221. 
1. La acción como petición de justicia concreta 
Como hemos indicado, ante una lesión de sus derechos, el particular 
sólo puede quedar satisfecho al ejercitar una acción y verla reconocidal69• 
Yen cuanto que las defensas que pueden ser planteadas son diversas, el 
ordenamiento reconoce acciones objetivamente distintas, que surgen de la 
variedad de lesíones que el particular necesita protegerl70. 
Además, la acción se justifica con base a una situación de enfrenta-
miento de intereses. Se trata de un enfrentamiento que no es artificial, sino 
que se da en el mundo real, y es previo al proceso l71 • 
«El interés legítimo, digno de recibir la tutela jurídica, es el que 
justifica la legitimación que faculta acceder en reclamación a la vía judiCial 
y encontrar en ella la adecuada protección que el ordenamiento canónico 
dispensa» 172. 
De esta manera, la acción recibe su justificación no tomando como 
base el derecho subjetivo necesitado de tutela, sino un interés que se con-
sidere necesitado de protección 173. El interés, por supuesto, puede pro-
venir de una violación del derecho subjetivo, pues «este interés legítimo 
169. F. ROBERTI. De actione prolllotoris ...• cit.. p. 572: «At qui actione privatur. nec 
potest petitionem iudicialem proponere. nec prosequi processum ad suam utilitatem». 
170. Ibidem, p. 573: «PIures actiones obiective diversas concedi possunt ad tuitionem 
unius eiusdemque iuris». 
171. C. DE DIEGO·LoRA. Poder jurisdiccional ...• cit. p. 147-148: La acción «Se justifica 
y toma vida en razón precisamente a una situación anterior. perteneciente a un mundo 
jurídicamente previo al proceso. pero situación de enfrentamiento de intereses. en real o 
posible contradicción». Cfr. también J. J. GARdA FAÍWE. Nuevo derecho procesal canónico. 
Salamanca 1984. p. 18. en que asume este principio y lo aplica a la división de acciones en 
públicas y privadas. 
172. C. DE DIEGO-LoRA. Poder jurisdiccional ...• cit.. p. 172. 
173. Es interesante la postura de JACOBS. que justifica el derecho de los cónyuges a 
impugnar su matrimonio en el interés que tienen en él. a pesar de que el objeto del proceso es 
la validez del vínculo. no el interés de un particular: «Si c'est bien la validité du mariage qui 
fait I'objet du proceso ce sont deux personnes concretes que se sont engagées dans ce 
mariage. Tout en n'ayant pas la maitrise de leur statut. elles y sont de toute évidence 
directement intéressées»: A. JACOBS. Le droit de la déjense dans le proces en déclaration de 
nullité de mariage. en «Revue théologique de Louvain» 22 (1991). p. 33 
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se presume cuando se aporta el título que acredita la relación con el dere-
cho subjetivo en que se apoya la reclamación»174. 
La acción nace por tanto frente a una injusticia que se quiere evitar, y 
se otorga al que porte un interés legítimo. Se comprende así mejor que 
ante la violación de un derecho subjetivo, surjan varios tipos de acciones, 
de acuerdo con las injusticias que se creen y los correlativos intereses que 
la autoridad pública deba protegerl75. 
Una sentencia que no le reconozca al actor su derecho no satisface el 
interés del actor; el demandante tiene, por lo tanto, derecho a una sen-
tencia favorable. Adem~s, por esta configuración de la acción se puede 
constituir la acción como un derecho con contenido concreto, no abstrac-
to. De esta manera, el objeto de la acción no es una sentencia cualquiera, 
sino únicamente la que sea favorable al actor. 
El canon 221, por su parte, parece conformar esta doctrina. De 
acuerdo con este canon, los fieles tienen derecho a reclamar y defender 
sus derechos. Para lo que aquí nos interesa -el objeto de la acción-, 
podemos destacar que, de este canon, se deduce también que la verdadera 
tutela efectiva sólo se puede satisfacer estableciendo un derecho a la 
sentencia favorable; de otra manera, el fiel no podría defender eficazmente 
sus derechos. 
«La acción es la posibilidad ofrecida por el ordenamiento jurídico de 
obtener de sus órganos jurisdiccionales una decisión vinculante que res-
taure el injusto perjuicio -pasado, presente o futuro- de cualquier interés 
legítimo -lato sensu y en sentido diverso del empleado por los adminis-
trativistas italianos-, cuando tal situación injusta sea insoluble para los 
sujetos activos y pasivos de tal enfrentamientol76. 
174. C. DE DIEGO-LORA. Poder jurisdiccional ...• cit.. p. 172. nota 164. 
175 . Queda así más clara la afirmación. ya referida. de F. ROBERT!. De actione 
promotoris ... • cit.. p. 573: «Piures actiones obiective diversas concedi possunt ad tuitionem 
unius eiusdemque iuris». 
176. J.LLOBELL. Acci6n. pretensi6n y fuero del actor en los procesos declarativos de la 
nulidad matrimonial. en «Ius Canonicum» 27 (1987). p. 640. 
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Ya ha quedado indicado que en la acción canónica se encuentra un 
motivo, que es la ratio peccati, que la hace particularmente vivificadora y 
creadora de instituciones singularesl77. Ello hace que la autoridad pública 
tenga un interés especial en la resolución de la causa. Por tanto, es posible 
decir que la acción, en derecho canónico, aparece configurada como un 
derecho-deber del órgano judicial. 
«En la acción se encuentra tanto la petición de un servicio presentado 
por el subditus (en su propio interés) a la Iglesia como el ofrecimiento 
hecho a la misma de un servicio diferente, al permitirle que provea 
mediante la solicitada actividad de sus órganos jurisdiccionales a la tutela 
del derecho objetivo»178. 
De estas especiales características se puede plantear la necesidad de 
configurar una acción en sentido abstracto, cuyo contenido sería una 
sentencia justa, que dé la razón a quien realmente la tiene. Y la sentencia 
que estamos describiendo en este epígrafe -abstracta, con cualquier conte-
nido- satisface plenamente la acción planteada de esta manera. IncIuso se 
ha dicho que el contenido abstracto sería propio de la acción canónica en 
mayor medida que en ámbito civill79. 
2. Distinción entre la acción y el derecho al proceso 
Los motivos aducidos para configurar una acción abstracta son 
reales, y pienso que se deben tener en cuenta. Es más, a las razones ya 
indicadas quizá se puede añadir otra motivación, probablemente no menos 
interesante, como es el derecho de las partes a resolver su situación de 
177. Cfr. F. DELLA RoccA, Il di,iuo di azione ... , cit., p. 80; entre ellas, se pueden citar 
aquí el sistema especial de cosa juzgada en las causas de estado de las personas, o la figura del 
promotor de justicia. 
178. F. DELLA ROCCA, Instituciones ... , cit., p. 34. 
179. Para DELLA ROCCA es especialmente clara la concepción abstracta de la acción en el 
ordenamiento de la Iglesia: «In nessun altro ordinamento come in questo [el canónico], il 
diritto soggetivo processuale ha natura astratta o meglio ideal e anche se possa riferirsi, 
quanto al rapporto sostanziale dedotto, a pretesse o diritti av en ti contenuto patrimoniale»: 
ID., Il di,iuo di azione ... , cit., p. 80. 
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conflicto. En efecto, es cierto que el actor tiene derecho a ver reconocida 
su acción, pero también se debe considerar que las partes gozan del 
derecho a que el juez indique quién de los dos sujetos enfrentados lleva la 
razón en el caso. 
Pero ese problema no se resuelve configurando la acción como 
derecho abstracto, pues nos olvidaríamos de que, por el c. 221, la Iglesia 
debe hacer justicia al que la merece. El fiel tiene derecho a que la sociedad 
eclesiástica proteja adecuadamente su derecho. La acción parece que debe 
seguir siendo considerada, por tanto, derecho concretol80. 
Los motivos de interés público, que hemos descrito en el epígrafe 
anterior, son, a mi juicio, dignos de consideración; y para ello el ordena-
miento canónico ha previsto que los fieles gocen un derecho a la senten-
cia, que es el que hemos llamado derecho al proceso. A este derecho le 
dedicaremos un apartado, al que nos remitimosl81. 
E. Los sujetos del derecho de acción 
1. El sujeto activo 
Como hemos indicado, la acción surge de una situación de enfrenta-
miento, anterior al proceso. Gracias a la acción es posible «plantear, 
mediante el proceso, el enfrentamiento formal que posiQilita la función de 
justicia en la Iglesia»182. En el proceso se encuentra una situación de 
injusticia, que se pretende resolver. De acuerdo con esta construcción, 
será titular de la acción el sujeto interesado, que está afectado injustamente 
por la situación de enfrentamientol83. Se puede precisar, además, que al 
referirnos al sujeto que es titular del interés, nos referimos a la persona, 
180. Esta es . la interpretación de A. STANKIEWICZ, De relatione inter libellum litis 
introductorium et actionem in iure canonico, en «Monitor eeelesiastieus» 112 (1987), 
p. 527, después de citar a DELLA ROCCA: «Nihilominus systemati proeessuali eanonieo 
haud dubie magis idoneus et proprius est eoneeptus aetionis sensu substantiali, quae 
eoneetitur eum iure substantivo et euius tutela invoeatur in petitione iudieiali. Christi-
fidelibus enim in foro competen ti eec1esiastieo vindicare possunt 'iura. quibus in Ecelesia 
gaudent' (c. 221.1)>>. 
181. Vid. apartado III. 
182. C. DE DIEGO-LORA, Lafunción de justicia ...• cit.. p. 357. 
183. Cfr. Ibidem, p. 358. 
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tomada en su sentido técnico jUlÍdico; se incluye también en esta acepción, 
por tanto, a todas las personas morales, que gocen de interés legítimo, y 
por ello pueden ser sujeto del derecho de acción l84• 
Entre los sujetos titulares de la acción, se encuentra el promotor de 
justicial85• De acuerdo con 10 que llevamos dicho, este actor también debe 
ser portador de un interés. Los bienes particulares tienen su propia 
defensa en los litigantes interesados. Sin embargo, el bien público, que es 
de orden más elevado que el particular, podría quedar sin la debida tutela 
si no hubiera posibilidad de ejercer la acción. Este es el fundamento del 
interés del promotor de justicial86• Una argumentación similar es válida 
para la acción del defensor del vínculo, cuando el ordenamiento se la 
concede. 
Por otro lado, dada la prevalencia que en el proceso canónico adquie-
re el fin de la salus animarum, se puede considerar la acción del promotor 
de justicia como un derecho-deber, frente a la acción del particular, que es 
un derecho-facultad l87 
2. El sujeto pasivo 
La autoridad pública debe reconocer la acción; pero no es suficiente 
con el reconocimiento: además hace falta que la autoridad la proteja, ofre-
ciendo la posibilidad de la ejecución, en la medida en que es necesario. 
184. Cfr. F. DELLA ROCCA, Instituciones ... , cit., p. 44; también J. L. ACEBAL, sub 
cc. 1491-1495, en AA. VV., Código de Derecho Canónico, edición anotada a cargo de 
profesores de Derecho Canónico de la Universidad Pontificia de Salamanca ... , cit., p. 732, el 
cual además resalta que «varias personas físicas pueden constituir un único sujeto de acción, 
y una persona física puede ser sujeto de diversas acciones». 
185. Una de las acciones más importantes que se le concede es la de nulidad matrimonial 
(c. 1674 § 2); según la doctrina, también puede acusar la nulidad de la sagrada ordenación: 
cfr. L. DEL AMO, sub. c. 1708, en AA. VV., Código de Derecho Canónico, edición anotada a 
cargo del Instituto Martín de Azpilcueta ... , cit., p. 1024. Además, goza del derecho de acción 
en campo penal: cfr. c. 1721. Se puede destacar la doctrina de J. J. GARC(A FA(LDE, Nuevo 
derecho procesal canónico ... , cit., p. 31, que llama al promotor de justicia y al defensor del 
vínculo partes «impropiamente dichas», con la misma terminología que usa para el abogado 
y el procurador del actor o el demandado. 
186. Cfr. L. DEL AMO, sub c. 1430, en AA. VV., Código de Derecho Canónico, edición 
anotada a cargo del Instituto Martfn de Azpilcueta ... , cit., p. 858. 
187. En este sentido, cfr. M. CABREROS DE ANTA, Las acciones y excepciones ... , cit., 
p.404. 
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«La autoridad, antes de decidir sobre la reclamaci6n, tendrá que oir al 
sujeto pasivamente interesado en el objeto reclamado; éste, a su vez, 
quedará sometido a la reclamaci6n hecha frente a él, y a los efectos que 
sobre la misma se hagan derivar por la autoridad, pero al mismo tiempo, 
adquiere unos derechos de defensa»188 
El demandado, por su parte, será aquella persona bajo cuya esfera de 
disponibilidad se halle -o parezca hallarse- el objeto jurídico reclamado. Y 
no s610 éste; también será parte el tercero que tenga un interés legítimo en 
el objeto de la acci6n l89. 
111. EL DERECHO AL PROCESO 
En este apartado nos proponemos estudiar, continuando el hilo dis-
cursivo que comenzamos en los anteriores, el derecho a la tutela, pero 
desde otra perspectiva, desde un punto de vista más técnico, estrictamente 
procesal. Una vez que hemos sentado las bases de lo que hemos venido 
en llamar derecho a la tutela, como derecho a la protecci6n que ofrece el 
ordenamiento jurídico, y del derecho a la acción, en cuanto reclamaci6n 
por vía jurisdiccional, nos proponemos desarrollar la configuraci6n del 
proceso, que se pone en marcha por la acci6n. 
En primer lugar, daremos una definici6n, de manera provisional, del 
derecho al proceso. Entendemos por tal el derecho del fiel a obtener a una 
sentencia de fondo, estimativa de la propia pretensi6n o no, que exige, 
por lo tanto, el desarrollo de la actividad jurisdiccional necesaria para 
188. C. DE DIEGO-LORA, Poder jurisdiccional ...• cit. p. 133. 
189. Ibidem. p. 133: «Su otorgamiento sólo podrá realizarse en presencia de aquel o 
aquellos sujetos -personas físicas o morales- en cuya esfera de disponibilidad se halle -o crea 
hallarse, al menos parcialmente. por lo que ha de contar con ellos- el objeto jurídico 
reclamado». 
Más adelante esta doctrina se precisa un poco más. en el sentido de que hay acciones cuyo 
objeto no está bajo la disponibilidad de nadie: así. los cónyuges no tienen poder de 
disposición sobre su matrimonio. En una acción de nulidad no pueden transigir, ni una parte 
otorgar el objeto de la reclamación a la otra. Tampoco está bajo la disponibilidad del órgano 
judicial. el cual sólo puede reconocer que hay nulidad. no otorgarla. En esta acción es el 
interés únicamente lo que legitima la presencia de las partes. no el poder de disposición 
sobre el objeto. De acuerdo con esta doctrina. en Ibidem. p. 158. se puede leer: «Existen 
situaciones insolubles ( ... ) porque el propio ordenamiento ha excluido tal poder de disposi-
ción o disponibilidad de determinadas materias jurídicas». 
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llegar a tal tipo de sentencia, es decir, un proceso entero y técnicamente 
correcto. 
A. Introducción 
1. Imponancia de este derecho 
El Romano Pontífice, en su reciente discurso a la Rota Romana de 
1989, resalta la importancia del derecho a la defensa. Su relevancia se 
debe no sólo a que el Código le dedica un canon de la parte que se refiere 
a los derechos fundamentales, sino también a que lo protege con nulidad 
insanable de la sentencia,si éste no se respeta durante el proceso190• A lo 
largo de este apartado nos ocuparemos de la relación entre el derecho a la 
defensa y el del proceso; baste por ahora indicar que la defensa de los 
fieles se puede considerar incluido en el derecho al proceso. 
Por lo demás, la eficacia del canon 221 §§ 1 Y 2 se extiende a todo el 
Código, aunque fundamentalmente se desarrolla en el Libro VII De 
processibus. Enseguida hablaremos de la protección que ofrece el 
c. 1620, 7°. 
Con este derecho se debe plantear una cuestión similar a la que ya 
hemos visto en relación con el derecho a la tutela, y es la terminología que 
es más apropiada. Igual que ocurre con aquel derecho, se usan diversos 
nombres para designarlo: a veces se denomina «derecho a la defensa». En 
este trabajo lo llamaremos derecho al proceso, porque designa mejor su 
finalidad, que es la de llegar a la sentencia a través del proceso. 
2. La protección del derecho al proceso 
Actualmente, con el c. 1620, 7°, queda claro que el defecto de 
indefensión es motivo de nulidad insanable. Pero se debe ver qué se 
entiende por «indefensión». Porque no toda negación de un derecho 
procesal produce la indefensión de la parte. De acuerdo con la doctrina, 
190. JUAN PABLO 11. Discurso a la Rota Romana, 26.1.1989 ... • cit.. p. 922: «11 nuovo 
Codice di Diritto Canonico attribuisce grande importanza al diritto di difesa,. . A continua-
ción cita el c. 221 §§ 1 Y 2. Y el c. 1620. 
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sólo es relevante la lesión de la defensa que es total, y por tal se entiende 
la que se produce de manera continuada y a lo largo de todo el proce-
dimiento19l• 
Para entender el ámbito de la garantía del c. 1620, 7°, se debe poner 
en relación con el c. 1619. En efecto, este canon prescribe que, por la 
sentencia, se sanen aquellos defectos no incluidos dentro de los supuestos 
de hecho contemplados en los cc. 1620 y 1622, siempre que la causa se 
refiera al bien de las personas privadas. Por tanto, de acuerdo con el 
enunciado literal, el c. 1619 debería ser el aplicable, también en los 
supuestos de indefensión no recogidos expresamente en los cc. 1620 y 
1622; dando lugar, por tanto, a las sanación de las nulidades de dichos 
actos por medio de la sentencia. Y si se trata de una causa que afectase al 
bien público -como las matrimoniales-, por la cláusula general del c. 
1622, 5°, las actuaciones que han producido indefensión, si no están 
contempladas por los cc. 1620 y 1622, serán nulas sanables, sanción que 
también parece insuficiente. Sin embargo, gracias a la fórmula amplia del 
c. 1620, 7°, si el defecto produce indefensión total -en todos los casos, 
tanto si el bien es público como privado- la nulidad deberá recibir la 
calificación de insanable. 
Se puede decir de este canon, por lo tanto, que es la «norma de 
clausura» del ordenamiento, en lo que se refiere al derecho a la defensa, 
puesto que se debe aplicar a todos los casos en que no haya prevista una 
específica sanción en el sistema de nulidades de la sentencia, evitando así 
que, por fuerza de los cc. 1619 ó 1622, 5°, el defecto de nulidad reciba 
una sanción insuficiente192. 
191. A. BLASI, 1I diritto di difesa negli istituti processuali canonici, en .. Archivio 
giuridico Filippo Serafini .. 207 (1987), p. 98: .. La violazione del diritto alla difesa provoca 
nullita insanabili della sentenza solo se la violazione e .. totale .. , cioe se si verifica durante 
tutto il corso del procedimento, altrimenti ci troviamo in presenza di una violazione della 
difesa solo in singoli momenti processuali, i quali provocano nullita sanabile della sentenza 
stessa ... 
192. Según GULLO, esta norma es .. de clausura .. del ordenamiento, porque se aplica a 
aquellos casos residuales no contemplados en los cánones 1620 y 1622, que signifiquen 
indefensión para alguna de las partes: C. GULLO, 1I diritto di difesa Ira vecchia. ..• cit., 
p. 131: .. La norma che tutela iI diritto di difesa della parte in giudizio deve considerarsi 
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B. La importancia de la reconciliación previa 
La finalidad institucional de la Iglesia, la salus animarum, impregna 
todo el ordenamiento canónico, y por tanto, también el procesal. Una de 
las manifestaciones de este influjo se encuentra en la recomendación 
insistente del legislador de evitar los enfrentamientos judiciales entre los 
miembros del Pueblo de Dios. Se puede decir por ello que el primer oficio 
judicial de la Iglesia es colaborar con las partes para la composición 
pacífica de los litigiosl93. 
En el vigente CIC se encuentra una norma al respecto, que es el 
c. 1446194• En ella se exhorta a los fieles -yen primer lugar a los 
Pastores- a evitar los litigios. En el § 2° de este canon, además, se pide al 
juez que procure que las partes eviten la controversia, llegando a un 
acuerdo pacífico. 
Por otro lado, ya hemos puesto de manifiesto cómo en la fase de 
redacción del c. 221, se quiso subrayar a propósito la diferencia con el 
proceso civil; pues en este se produce un enfrentamiento con el Estado, 
que es el que ostenta el poder judicial, y esta estructura no es posible 
trasladarla a la Administración eclesiástica, en relación con la función 
judicial195• 
La reflexión sobre la reconciliación previa, contemplada en un sentido 
radical, lleva a plantearse, a tenor de los principios de la caridad y de la 
misericordia, no sólo que se han de evitar los juicios, sino también que 
deberían evitarse absolutamente, porque son contrarios al espíritu 
evangélico. 
Sin embargo, el derecho al proceso no se debe mirar sólo como una 
simple defensa del fiel perjudicado injustamente, sino que va más allá: la 
solución del conflicto es un paso encaminado a la realización del fin 
come norma di chiusura dell'ordinamento; essa e cioe applicabile a tutti quei casi per i quali la 
legge non prevede una norma autonoma o un'autonoma sanzione». 
193. Así lo recuerda R. BERTOLINO, La tutela dei diritti ...• cit.. p. 120. citando a L. DE 
LUCA: «Con il procedere sctricto iure per rendere giustizia con la sua pronuncia. altra e 
importante e la funzione del giudice nella Chiesa: suo primo ministero e l'obviare peccato; 
suo officium nobile e di collaborare ut partes inter se transigant». 
194. R. BERTOLINO. La tutela dei diritti.... cit.. p. 121 afirma: «Non ho esitazione a 
dichiarare che il canone fondamentale di tutto il sistema processuale canonico. il primo. che 
come tale avrei desiderato aprisse il libro de processibus. e il 1446 § b. 
195. Cfr. «Communicationes» 5 (1973), p. 209. 
LA TIJTELA JURíDICA EN EL ORDENAMIENTO CANÓNICO 407 
institucional de la Iglesia. la salus animarum. En efecto, la finalidad última 
del proceso es dar la solución al conflicto que enfrenta a los fieles entre sí, 
de manera que queda expedito el camino a la reconciliación 196. En este 
sentido, se puede decir que el proceso en la Iglesia es pastoral. Junto a él 
también participa de ese carácter pastoral la búsqueda de la justicia, el dar 
a cada uno lo suyo. Es cierto que el juez debe procurar la reconciliación 
interna de los fieles, entre sí y con la Iglesia l97; pero de nada cuenta la 
reconciliación -externa o interna-, si no ha quedado salvaguardada la 
justicia. De tal forma que no se podría, por ejemplo, imponer obligato-
riamente la solución conciliadora del litigio, y denegar al mismo tiempo el 
deber de justicia. Se trata, además, de una exigencia del c. 1446198. 
Más en concreto, se puede decir que la aplicación del c. 1446 a las 
causas de nulidad matrimonial es el c. 1676 199, que exhorta al juez a 
emplear medios pastorales para inducir a los cónyuges a convalidar el 
matrimonio, si es posible, y a restablecer la vida conyugal. De todas 
maneras, «dada la naturaleza de la nulidad se ha de reconocer que el 
campo operativo para la iniciativa pacificadora del juez tiene que ser 
necesariamente muy reducido»2oo, porque no se admite la transacción o el 
compromiso, y por lo tanto el único acto conciliatorio posible -que está 
196. Cfr. A. BLASI. n diritto alla difesa. ... cit.. p. 64. 
197. R. BERTOLINO. La tutela dei diritti..., cit.. pp. 122-123: «L'esterna composizione 
delle liti poco conta se non segna il ripristino della riconciliazione vera dei fedeli. in se. tra 
se e con la Chiesa». 
198. Ibidem. p. 123: «Ma scansamento e composizione pacifica deBe liti, s'intende. 
quantum fleri possit. salva sempre. lo esige il can. 1446. stesso. iustitia. Non direi pertanto 
che il giudice possa imporre obbligatoriamente la soluzione conciliativa della lite e 
denegare giustizia». 
199. Sobre el c. 1676. como aplicación del c. 1446 para los procesos de nulidad 
matrimonial. cfr. C. DE DIEGo-LORA. Medidas pastorales previas en las causas de separaci6n 
conyugal. en ID .• Estudios de Derecho procesal can6nico. t. IV. Pamplona 1990. p. 142. 
Además. este canon ha sido considerado como una relevantísima manifestación del cuidado 
pastoral de la Iglesia con los cónyuges en dificultad: JUAN PABLO 11. Discorso alla Rota 
Romana 1990 .... cit.. p. 6: «Quale rivelatissima manifestazione della cura pastorale rivolta 
ai coniugi in difficolta. va fedelmente applicato il canone 1676. che non e disposizione di 
valore puramente formale» . 
200. C. DE DIEGO-LoRA. Medidas pastorales ... . cit.. p. 142. 
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plenamente de acuerdo con el bien público de la Iglesia- es la convali-
dación, en los casos en que se puede hacer201 • 
C. Naturaleza del derecho al proceso 
1. El derecho al proceso como derecho natural 
Es una opinión común entre los canonistas, desde antiguo, que el 
derecho a la defensa en el ámbito procesal se funda en el derecho 
natural202. Con esta opinión está de acuerdo la jurisprudencia rotal, que 
hace derivar la nulidad por indefensión del derecho natural203• Se debe 
tener en cuenta que antes de 1983 no estaba recogido este supuesto de 
hecho de nulidad, y la Rota encontraba en el derecho natural el 
fundamento para declararlas. 
Ahora bien, no todas las actuaciones e institutos procesales tienen la 
misma trascendencia; por ello se hace necesario deslindar con exactitud 
cuáles conducen a la indefensión que es contraria al derecho natural. 
Porque dentro de un proceso hay elementos heterogéneos, y de diverso 
valor para la defensa eficaz del derecho de las partes. De acuerdo con Juan 
Pablo 11, son elementos esenciales del derecho al proceso, aquellos que 
den a las partes la posibilidad concreta de contradecir, es decir, ser escu-
chado en juicio y conocer y contradecir las pruebas y deducciones 
aducidas por la contraparte o ex officio204• 
201. En este sentido. L. DEL AMO. sub c.1676. en AA. VV .• Código de Derecho Canó-
nico, edición anotada a cargo del Instituto Mart(n de AzPilcueta .. .• cit.. p. 1002. 
202. R. J. CASTILLO LARA. La difesa dei diritti nell'ordinamento canonico ... • cit.. p. V: 
«Si puo ritenere una opinione comune tra i canonisti cheil diritto alla difesa nell'ambito 
processuale. si fondi sullo stesso diritto naturale». A continuación. cita a algunos autores. 
tan reconocidos como ROBERTI. WERNZ-VIDAL y CaNTE A CORONATA. entre los más moder-
nos; y ENGEL Y REIFFENSTUEL. del siglo XVIII. 
203. Cfr. R. J. CASTILLO LARA. La difesa dei diritti nell'ordinamento canonico ...• cit.. 
p. V. 
204. «Non si pub concepire un giudizio equo senza il contradittorio, cioe senza la 
concreta possibilita concessa a ciascuna parte nella causa di essere ascoltata e di poter 
conoscere e contraddire le richieste. le prove e le deduzioni addotte dalla parte avversa o ex 
officio: JUAN PABLO n. Discurso a la Rota Romana, 26.1.1989 . .. • cit.. p. 923. Las cursivas 
son mías. Como se ve. los términos que usa el Santo Padre son bastante claros. 
LA TUTELA roRímcA EN EL ORDENAMIENTO CANÓNICO 409 
Todavía, sin embargo, habrá que descubrir cuáles son en concreto los 
defectos que impiden el contradictorio, es decir, los que provocan nulidad 
por derecho natural. Los cánones 1620 y 1622 aportan una amplia nume-
raci6n, pero no todos son de derecho natural. El criterio que utilizaron los 
consultores -en la primera versi6n de los cc. 1620 y 1622- para calificar a 
unos defectos de insanables y a otros de sanables, fue el de considerar 
como insanables s610 aquellas nulidades que por el paso del tiempo no se 
pueden sanar, siendo nulas por derecho natural. Junto a la indefensi6n, se 
recogen en dicho c. 1620 los siguientes vicios: 1) Si faltan los presu-
puestos de la sentencia; 2} Si el juez dict6 sentencia coaccionado por 
miedo grave; y 3) Si la sentenda no dirimi61a controversia205• 
2. El derecho al proceso como derecho a la sentencia 
En este epígrafe procuraremos resolver el problema de la naturaleza 
de los actos procesales, en los casos en que la acci6n no existe. En efecto, 
si el demandante tenía acci6n, el proceso llega a su fin y ha cumplido con 
uno de sus objetivos, que es defender el derecho del actor a que se tutelen 
sus legítimos intereses. También se sabe que el proceso era válido, puesto 
que ha declarado que existía una acci6n. Pero entonces, ¿qué sucede si no 
existía acci6n? 
Se podría responder que el demandante no tenía derecho a esos actos, 
y también que no se pueden calificar de actos procesales. Pero pienso que 
es más acertado solucionar el problema configurando el derecho al 
proceso. Sería por tanto un derecho con el objeto de determinar si existe o 
no la acci6n; para ello, se establece un conjunto de instituciones, que son 
todas las que conforman el proceso can6nic0206• 
205. Cfr. «Cornmunicationes» 2 (1970). p. 186: Entre las novedades del nuevo esquema 
de derecho procesal. está la siguiente: «Reductio nullitatum insanabilium ad illas quibus ullo 
tractu temporis mederi nequit (contra id quod nunc evenit) eo quod fundentur in iure naturae». 
A continuación ofrece los vicios que se recogen. 
206 . C. DE DIEGO· LORA. La función de justicia ...• cit.. p. 355: «Al ser el proceso el 
instrumento formal apto para llegar a emitir en su día el juicio sobre la acción. no cabría 
decir de ésta que tenga que existir sustancialmente desde el primer momento de su ejercicio: 
esto nos lo dirá precisamente la sentencia. y por ello el proceso ·aunque parezca lo que aquí 
se dice una tautología- no deja de ser más que un proceso sobre la acción». 
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Dicho de otra manera, y desde otra perspectiva: en el proceso se 
encuentran dos partes, que están enfrentadas207; ambas llevan al prOCeso, 
aparentemente al menos, intereses dignos de tutela y legítimos, que en 
este momento -mientras que no se dicte la sentencia- merecen igualmente 
la atención del juez. Pienso que solucionar esta situación constituye un 
derecho; y dado que la solución sólo puede ser dada por el órgano judicial 
-con la sentencia, a través del proceso-, este derecho es el del proceso. 
Por 10 tanto, este derecho cumple también con la función de ofrecer la 
solución a este tipo de situaciones. O 10 que es lo mismo, las partes 
enfrentadas también tienen el derecho de saber cuál de las dos lleva la 
razón. 
3. El derecho al proceso y el derecho al contradictorio 
El derecho al contradictorio, de acuerdo con 10 que llevamos dicho, 
se refiere a la facultad de las partes en el juicio de conocer y alegar 10 que 
estime conveniente para su defensa208. Dentro de él se encuentra, por 
tanto, el derecho a un proceso técnicamente correcto, el cual incluye la 
facultad de las partes de ofrecer al juez todos los elementos que consi-
deren oportunos, para que juzgue rectamente209• De esta manera, el 
contradictorio contiene en sí tanto el derecho a oír como el derecho a 
contradecir o argumentar21O• 
En mi opinión, dentro del derecho al proceso se puede considerar 
incluido el del contradictori0211 • En cierta medida se tratan del mismo 
207. ID .• Poder jurisdiccional ...• cit.. p. 148: «La situación. pues, de enfrentamiento de 
partes, característica. fundamental del proceso, se encuentra ya presente en una situación de 
hecho». 
208. Es claro en F. DANEELS. De iure defensionis ...• cit.. p. 250: comentando este 
pasaje del discurso del Romano Pontífice: «Ius ad contradicendum respicit petitiones. proba-
tiones et deductiones adductas tam ex parte adversa quam ex officio. atque ex natura rei prae-
supponit ius easdem petitiones. probationes et deductiones cognoscendi». 
209. Cfr. F. DELLA ROCCA, 11 magistero pontificio e il processo matrimoniale canonico. 
en «Ephemerides iuris canonici» 45 (1989), p. 462. 
210. F. DANEELS, De iure defensionis ... , cit., p. 250: «Ius ad auditionem in discepta-
tione iudiciali aliquo modo ius ad contradicendum in se continet et, altera ex parte, ius ad 
contradicendum iIlum ad auditionem requirit». 
211. Por otro lado, DANEELS también parece distinguir ambos derechos: «Si christifi-
deles ad iudicium vocantur, iure quoque gaudent ad processum, in quo servantur iuris 
praescripta»: F. DANEELS, De iure defensionis ... , cit., p. 245. 
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derecho, aunque mirados desde distinta perspectiva: el del proceso exige 
como prestación la sentencia judicial, mientras que el del contradictorio 
tiene como contenido la facultad de probar y contradecir: así, el derecho a 
la sentencia incluye el proceso técnicamente correcto, pues de otro modo 
no resulve el conflicto; y las facultades de probar y contradecir -derecho al 
contradictorio- deben tener una finalidad, y ésta es la sentencia. 
D. El sujeto del derecho al proceso 
1. Las partes procesales 
Dado que el derecho al proceso se puede considerar como derecho a 
saber si se tiene acción, serán titulares tanto el actor, que propone la 
acción, como el demandado. Sin embargo, se trata de un derecho de las 
partes al que pueden renunciar, al menos en el juicio contencioso. En las 
causas matrimoniales, en todo caso, el juez debe procurar hacer serios 
intentos de obtener la deposición de la parte que renuncie212• Pero de 
todas maneras, para garantizar el ejercicio de los derechos de la parte 
demandada, se le debe citar aunque se presuma que haya renunciado a 
defenderse. 
También las partes públicas213 tienen derecho al proceso. Como ya 
hemos dicho, las partes tienen derecho a llegar a la sentencia que resuelva 
su situación de enfrentamiento, en condiciones de igualdad procesal. Es lo 
que hemos llamado derecho al proceso. Igualmente, las partes públicas 
intervienen cuando hay un conflicto; pero el conflicto esta vez no será 
212. Cfr. JUAN PABLO 11. Discurso a la Rota Romana, 26.1.1989 ...• cit.. p. 923. Acerca 
de las modalidades de renuncia a la defensa. cfr. G. ERLEBACH. Le fattispecie di negazione ... 
(parte statica) ...• cit.. p. 517. Se debe destacar que. de acuerdo con este autor. no es habitual 
que una parte renuncie de manera expresa. sino que muchas veces lo que hace es no acudir a las 
diversas citaciones. ni nombrar abogado. 
213 . Sobre el carácter de «parte» procesal del defensor del vínculo y del promotor de 
justicia. algunos ve!l en el c. 1434 una afirmación clara de tal categoría. aunque no parece que 
la cuestión quede resuelta definitivamente. En todo caso. se puede decir que «si tratta eviden-
temente di parti sui generis»: G. M. USAI. 1I promotore di giustizia e il difensore del vincolo. 
en AA. VV .• 1I processo matrimoniale canonico. Citta del Vaticano 1988. pp. 139-140. Por 
mi parte. aunque con la reserva de que se trata de un asunto controvertido. les denominaré 
partes procesales públicas. 
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privado, sino público, pues se produce un enfrentamiento entre el bien 
público y el bien de las partes privadas214. 
2. Losjueces y los demás miembros del tribunal 
Ya hemos visto que el derecho al proceso tiene como objeto la 
sentencia justa, que resuelva el conflicto entre las partes. Yes precisa-
mente misi6n específica del juez dar justicia, a través de la sentencia215• 
De esta manera, el juez se constituye, por ser el moderador del proceso, 
en la persona clave en lo que se refiere al derecho al proceso, pues de él 
depende en gran medida que se otorgue. 
Para garantizar el derecho de las partes a que se desarrolle el juicio 
con correcci6n técnica, y que asegure el contradictorio se le exigen al juez 
ciertas condiciones personales; entre ellas, se debe citar, en primer lugar, 
la necesidad de que el juez goce de suficiente preparaci6n académica. 
Actualmente -como es sabido- el derecho exige que sean doctores o al 
menos licenciados en derecho can6nic0216, además de que gocen de 
suficiente experiencia, tanto en el campo jurídico como en la práctica 
pastoral217• 
214. Cfr. L. DEL AMO. sub c. 1430. en AA. VV .• C6digo de Derecho Canónico, edición 
anotada a cargo del Instituto Martfn de Azpilcueta ... • cit .• p. 859. 
215 . Incluso se puede decir que es el primero entre sus deberes específicos: 
A. STANKIEWICZ.I doveri del giudice. en AA. VV .• II processo matrimoniale canonico ...• 
cit .• p. 115: «11 primo tra i doveri specifici del giudice nel processo matrimoniale e quelJo di 
rendere giustizia». 
216. Cfr. c. 1421 § 3. Cfr. también Z. GROCHOLEWSKI. Alcune questioni alluali 
concernenti lo stato e I'attivita dei tribunali, con particolare riguardo alla situazione negli 
USA. en «Monitor ecclesiasticus» 114 (1989). pp. 352-355. donde se examina esta cues-
tión. Se debe destacar que. de acuerdo con este autor -Secretario del Supremo Tribunal de la 
Signatura Apostólica-. el requisito de la titulación académica es susceptible de dispensa por 
este Alto Tribunal. siempre que haya una razón proporcionada que lo aconseje (cfr. p. 353. 
nota 24). 
217. En este sentido. DELLA ROCCA hace una propuesta que destaca por su originalidad. 
para el nombramiento de los jueces. Según este autor. se debería consultar. «prima di 
investirlo delJa sua funzione. il risultato di un apposito. rigoroso esame psico-metrico per 
accertare l'esistenza in lui di quelle qualita che si richiedono affinché il pur complesso munus 
di giudice neU'ordinamento canonico ( ... ) sia disimpegnato con animo anche pastorale»: 
F. DELLA ROCCA.ll magistero ...• cit.. p. 464. Pienso que no es fácil que con métodos 
psicológicos se puedan medir. por ejemplo. el grado de caridad o de justicia de un candidato a 
ser nombrado juez. que son virtudes que debe poseer para ejercitar pastoralmente su oficio. 
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Otro requisito que se debe garantizar para una recta administración de 
justicia por parte de los jueces, es la incompatibilidad con otros oficios. 
Así, el CIC prevé que la misma persona en la misma causa, no puede 
intervenir como juez en un grado, y cumpliendo otros oficios judiciales en 
un grado divers0218. Y además, aunque no está expresamente recogido en 
el CIC, tampoco puede ejercer estos oficios simultáneamente, en dos 
tribunales subordinados, aunque sea en causas distintas219. 
Junto al juez, el Código exige que en los procesos intervenga siempre 
un notari0220, que «es el testigo público fidedigno, tanto del juez frente a 
las partes y de las partes frente al juez, como del tribunal superior respecto 
a cuanto se actuó y al modo de hacerlo en el tribunal inferior»221. Su 
función es la de actuar como atestador público e imparcial, y por ello, su 
presencia resulta una garantía para las partes222. 
E. Exigencias del derecho al proceso 
En este epígrafe pretendemos concluir con la parte dedicada al 
derecho al proceso, hablando de las exigencias que se derivan de él. Antes 
de comenzar, se debe advertir que no expondremos detalladamente todas, 
porque muchas ya han sido tratadas a lo largo del apartado y de los 
demás, especialmente en la parte dedicada a los sujetos. Otras se han visto 
218. Cfr. c. 1447. 
219. Esta prohibición no está prevista en el CIC. pero la Signatura Apostólica. cuando 
se ha encontrado con situaciones de este tipo las ha corregido. estableciendo la doctrina -y 
exigiéndola a las diócesis- de que el personal de los tribunales de segundo grado debe ser 
distinto de los subordinados de primer grado. 
El problema se ha planteado en algún tribunal interdiocesano. que en su composición 
resultaba ser -íntegramente o en buena parte- el tribunal de primera instancia de la diócesis en 
que tenía su sede. y recibía las apelaciones de esta diócesis. Como es lógico. no existe la 
prohibición en los tribunales metropolitanos. que aunque actúan a veces en primera instancia 
y a veces en segunda. nunca lo hacen en la misma causa. Cfr. al respecto Z. GROCHOLEWSKI. 
Alcune questioni attuali ...• cit., p. 356, notas 38-4l. 
220. Cfr. c. 1437. 
221. L. DEL AMO. sub c. 1437. en AA. VV .• Código de Derecho Canónico, edición 
anotada a cargo del Instituto Martfn de Alpilcueta ...• cit., p. 862. 
222. Cfr. C. GULLO. Diritto di difesa ... ?, ?cit.. p. 308; además. según este autor. esta 
función es especialmente importante en la legislación canónica. en la que. de acuerdo con el 
c. 1711 del CIC 17 -equivalente al actual c. 1559-. las partes no pueden asistir al interro-
gatorio de los testigos: cfr. Ibidem. p. 308. 
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ya en sus lugares correspondientes, cuando se referían también al derecho 
a la tutela. 
1. Exigencias de carácter general 
La primera exigencia que se deriva del derecho al proceso se relaciona 
precisamente con el proceso entero, y consiste en que se realice con 
exquisita corrección técnica, respetando cada una de las figuras e institu-
ciones que se encuentran a lo largo del camino de un juicio, desde la 
demanda hasta la sentencia definitiva223• No se trata de un derecho con 
contenido meramente formal, como si fuera el derecho a cumplir con un 
conjunto de ritualismos. Al contrario, el proceso es la expresión de una 
serie de derechos sustanciales de los fieles, que se ejercen a través de las 
formas. Por eso, se puede decir que es manifestación de la justicia instru-
mental que conduce a la sustancial224. 
Particular interés tiene la exigencia de que el proceso no constituya un 
privilegio. El fiel tiene el derecho de tutelar sus legítimos intereses 
mediante los recursos procesales adecuados; misión del derecho positivo 
es, como hemos indicado, regular el ejercicio de los diversos derechos 
que asisten a los fieles, derivados del derecho a la tutela. Pero más 
importante que su regulación en el derecho positivo, es la posibilidad de 
aplicación práctica de las normas: «en realidad, lo que verdaderamente 
223. Es habitual en los comentadores del Código vigente considerar que existe el 
derecho al proceso. y que está recogido en el c. 221 § 2. Así. J. HERVADA. sub c. 221 § 2. en 
AA. VV .• Código de Derecho Canónico, edición anotada a cargo del 1nstituto Martln de 
Azpilcueta ...• cit.. p. 179: «El derecho recogido en este párrafo es el derecho a que el proceso 
al que se somete a un fiel se desarrolle según las normas establecidas». Cfr. también 
J. MANZANARES. sub c. 221. en AA. VV .• Código de Derecho Canónico, edición anotada a 
cargo de profesores de Derecho Canónico de la Universidad Pontificia de Salamanca ... , cit.. 
p. 141. Y L. G. WRENN, sub c. 221. en AA. VV .• The code of Canon law: a text and 
commentary. Londres 1985. p. 155. En mi opinión. el proceso que constituye un derecho de 
los fieles ha de ser un proceso auténtico. y por lo tanto técnicamente correcto. 
Por otra parte. queda implícito en los autores citados que. al estar enunciado en el c. 221. 
se puede afirmar que el derecho al proceso posee el carácter de fundamental. 
224. Así JUAN PABW 11. Discorso alla Rota Romana 1990 .. .• cit.. p. 7. que, en una cita 
que ya he usado. decía del proceso: «Le norme canoniche processuali. pertanto. vanno 
osservate da tutti i protagonisti del processo come altrettante manifestazioni di quella 
giustizia strumentale che conduce alIa giustizia sostanziale» . 
LA TUfELA roRfDICA EN EL ORDENAMIENTO CANÓNICO 415 
importa es que el proceso no sea una institución de privilegio concedida a 
algunos y no a todos»225. 
y otra exigencia, relacionada con la anterior, es la necesidad de 
procurar una justicia rápida. La doctrina ha estudiado en varias ocasiones 
la duración de las causas matrimoniales226, ofreciendo además posibles 
remedios para evitar los retrasos injustificados, Prácticamente todos 
coinciden en pedir que se respeten los plazos marcados por el Código para 
las distintas actuaciones, como mejor garantía de que las causas llevadas 
ante los tribunales no tendrán, cuanto menos, un retraso excesiv0227. 
2. Algunas exigencias particulares 
En las líneas que siguen, trataré de analizar las exigencias del proce-
so, desde el punto de vista de su desarrollo. De la fase introductoria tiene 
225 . L. DE EéHEVERRfA, La defensa procesal..., cit., p. 70. A continuación afirma, como 
no podía ser de otra manera en un ordenamiento como el de la Iglesia, en el que el derecho 
natural despliega toda su vigencia: «En el ordenamiento canónico esta garantía se da en toda 
su plenitud», citando el c. 1667 del CIC 17. Entre otras garantías que hacen que el proceso no 
sea un privilegio, se puede citar el gratuito patrocinio. 
226. He aquí, como ejemplo, algunos estudios: 1. GORDON, De nimio processuum matri-
monialium duratione: factum, causae, remediulII, en «Periodica de re morali, canonica, 
liturgica» 68 (1969), pp. 491-561; 641-735,realizado de~ acuerdo con los plazos previstos 
en el CIC 17. F. D'OsTIuo, Necessita di favorire una giusta rapidita nelte cause matrimoniali, 
en «Monitor ecc1esiasticus» 112 (1987), pp. 340-377; especialmente interesantes son las 
pp. 356-361, en que habla de la rapidez en el proceso, según el Magisterio más reciente, y 
las pp. 371-377, en que se centra en la normativa del nuevo CIC. También ID., La durata 
media deUe cause matrimoniali, en «Monitor ecclesiasticus» 114 (1989), pp. 185-236, que 
es continuación del trabajo anterior; en seis páginas sin numeración, insertadas entre la p. 
236 Y la 237, incluye unos cuadros estadísticos referentes a las diócesis italianas. Y por 
último, U. TRAMMA, Diritto aUa giustizia sollecita ed economica, en AA. VV., Il diritto alla 
difesa neU'ordinamento canonico ... , cit., pp. 23-27, que se refiere sólo al Tribunal regional 
de Campania. 
227. Una solución más original, y que tiene en cuenta los avances tecnológicos de los 
últimos tiempos, puede ser la incorporación de los modernos sistemas informáticos: «Mi 
rendo conto che parlare oggi di hardware e di software per la giustizia canonica possa 
apparire discorso in anticipo con i tempi ( ... ). Ma, senza voler apparire affetta da rerum 
novarum cupiditas, mi pare doveroso segnalare come la burocrazia -nell'ordinamento della 
Chiesa come in quello dello Stato- troppo spesso finisca proprio con urtare con la tutela dei 
diritti della persona. Se certamen te e vero che la sentenza deve essere opera dell'uomo e non 
della machina, e anche vero che l'uomo pub essere agevolato e i tempi ridotti grazie a una 
automazione intelligentemente introdotta»: O. FUMAGALLI CARULLI, Armonizzazione 
conciliare e tutela delta persona nel nuovo Codice di Diritto canonico, en «11 diritto 
ecclesiastico» 98 (1987), p. 506. 
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especial relevancia, para facilitar la tutela de los fieles, la citación judi-
cial228• La primera citación constituye el fundamento de la posibilidad de 
defensa del demandado, y por ello se radica en el derecho natural. Pero la 
violación del derecho a la citación sólo tiene relevancia si va unida a una 
exclusión de!' juicio entero, lo cual no es fácil que suceda, pero puede 
ocurrir con más facilidad en el grado de apelación229, 
En cuanto a la fase instructoria, la principal exigencia es precisamente 
que se den las oportunas medidas para que exista. La afirmación puede 
parecer superflua, pero tiene consecuencias prácticas: el juez, al fijar un 
plazo para presentar las defensas, debe hacerlo con cierta amplitud, y per-
mitir -bajo ciertas condiciones- que se presenten nuevos testigos aunque 
ya se haya llegado a una fase posterior, etc.230• 
Acerca de la sentencia, ha de cumplir dos reglas fundamentales, que 
afectan al derecho a la tutela. Por un lado, el juez debe conseguir la certeza 
que necesita para dictar sentencia de lo alegado y probado -ex actis vel 
probatis, según una expresión ya clásica-o Y por lo tanto constituye una 
exigencia del derecho al proceso. en relación con la sentencia, la prohibi-
ción de que las partes o sus patronos ofrezcan informaciones privadas que 
queden fuera de las actas del proces0231 • 
La otra regla a que hemos aludido se refiere al contenido. Al elaborar 
la sentencia, el juez no puede ir más allá o fuera de lo pedido -ne eat iudex 
extra vel ultra petita, según un aforismo que también se ha hecho clásico-o 
228 Cfr. G. ERLEBACH, Le fattispecie di negazione ... (parte dinamica) ... • cit.. pp. 387-
389. aunque refiere esta afirmación a la cuestión que le interesa. que es la posibilidad de 
promover una querella de nulidad por indefensión. 
229 .. La prima citazione e evidentemente radicata nel diritto naturale di difesa. Essa 
costituisce addiritura il fondamento della possibile difesa per la parte convenuta. Ma la vio-
lazione del diritto di difesa dovuta alla mancanza della prima citazione. puo -come sembra-
causare la nullita (insanabile) della sentenza. solo se legata ad una estromissione della parte 
dal giudizio. cosa che puo facilmente avvenire nel grado di appello» : G . ERLEBACH. Le 
fattispecie di negazione ... (parte dinamica) .. .• cit., p. 393. 
230. Cfr. Ibidem. pp. 342-343. donde examina la jurisprudencia rotal al respecto. en la 
que hay vacilación en considerar que ha habido indefensión de una parte si se han producido 
irregularidades en esta fase. El problema surge porque alguna sentencia antigua considera que 
el contradictorio entre las partes queda cumplido en su integridad en la fase probatoria. En la 
p. 345 concluye que la jurisprudencia más reciente es propensa a dar relevancia a efectos del 
contradictorio a la · fase discusoria. 
231 . Sobre la certeza ex actis vel probatis. cfr. c. 1608 § 2; acerca de la prohibición de 
basar la sentencia en informaciones privadas. cfr. c. 1604 § 1. 
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Para garantizar el cumplimiento de esta regla, tal supuesto está contem-
plado como nulidad de carácter insanable, en el c. 1620,4°232• 
IV. EL DERECHO DE ACCESO A LOS TRIBUNALES 
En este apartado pretendemos estudiar un problema particular, el de 
los actos procesales previos a la admisión de la demanda. En efecto, no 
siempre que se introduce una causa se llega a la sentencia, pues el juez 
puede rechazar el escrito de demanda. De ahí surgen algunas cuestiones, 
que procuraremos afrontar en estas páginas. 
1. Concepto y naturaleza del derecho de acceso 
Como acabamos de indicar, existen algunas actuaciones inmediata-
mente posteriores a la presentación del escrito de demanda por parte del 
actor. De acuerdo con el c. 1505 § 1, el juez o el presidente del tribunal 
colegial pueden admitir o rechazar tal escrito. Si lo admite, continúan las 
actuaciones procesales hasta llegar a la sentencia. Si lo rechaza, en el pla-
zo de diez días puede recurrir la decisión. E igualmente, en grado de ape-
lación la demanda puede ser rechazada, esta vez de manera definitiva233• 
y en este caso, nos debemos plantear la naturaleza de los actos 
procesales anteriores al decreto de admisión o rechazo de la demanda. El 
problema de la naturaleza de los actos previos al decreto en el que se 
232. El c. 1620, 4" sanciona con nulidad insanable el juicio que se ha realizado sin 
petición judicial; la interpretación que ofrecemos la hemos tomado de G. ERLEBACH, Le 
fattispecie di negazione del diritto di difesa causan ti la nullita della sentenza secondo la 
giurisprudenza rotale (fase discussoria e decisoria) , en «Monitor ecc1esiasticus» 116 (1991), 
p. 353. De destacar que se trata de una lectura original: C. DE DIEGO-LORA, sub c. 1620, en 
AA. VV., Código de Derecho Canónico, edici6n anotada a cargo del Instituto Martfn de 
Azpilcueta .. . , cit., p. 970, no la recoge. 
233. Sobre estos trámites, cfr. c. 1505 § 4. Según L. DEL AMO, sub c. 1505 § 4, en 
AA. VV., Código de Derecho Can6nico, edición anotada a cargo del Instituto Martfn de 
Azpilcueta ... , cit., p. 906, el recurso «se ha de decidir expeditissime, sin necesidad de 
audiencia alguna de parte, pública o privada, y sin la posibilidad de ulterior recurso, 
cualquiera que sea el sentido de la nueva resolución». Además, según el c. 1506. el silencio 
judicial en primera instancia es positivo. Sin embargo, «no dejarán de plantearse a 
continuación problemas prácticos si la negligencia persiste: sobre todo para la citación a la 
comparecencia que regula el c. 1507 § 1»: ID., sub c. 1506, en lbidem, p. 907. 
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decide el curso de la demanda, en los términos en que ha quedado 
planteado, a mi juicio, se resuelve concediendo otro derecho, el de acceso 
a los tribunales. En virtud de él, los fieles gozan del derecho a introducir 
la demanda, para saber si el contlicto de intereses que le enfrenta con otro, 
puede ser resuelto por los tribunales eclesiásticos mediante sentencia, es 
decir, si gozan del derecho al proces0234. 
Su contenido, por lo tanto, es saber si se tiene derecho al proceso. Se 
agota, por lo tanto, en el decreto definitivo en el que se contiene la res-
puesta que dé el juez, en cualquier sentido. Tal derecho, con un contenido 
tan exiguo, puede parecer verdaderamente formal. Esto es cierto, pero 
también se debe considerar que la finalidad subjetiva del actor, al pre-
sentar la demanda, no es la formalidad de saber si tiene derecho al 
proceso, sino que en última instancia pretende que el tribunal le resuelva 
la controversia que le enfrenta con otro fiel, y por el derecho de acceso 
puede saber si esto es posible235• 
Lo cual no quiere decir que por ejercer el derecho de acceso, se tenga 
ya el del proceso: puede suceder que no se reúnan los requisitos que el 
CIC exige, y entonces el juez se verá obligado -en primera o en segunda 
instancia- a dictar el decreto con un contenido denegatori0236. 
Como hemos visto, el ejercicio del derecho de acceso abre el proceso, 
y tiene la función última de facilitar la acción. Y en cuanto tal, pienso que 
234. En este sentido, J. L. ACEBAL, sub c. 1502, en AA.VV., Código de Derecho 
Canónico, edición anotada a cargo de profesores de Derecho Canónico de la Universidad 
Pontificia de Salamanca ... , cit., p. 739, considera que en la demanda se contiene el ejercicio 
de un derecho: «La demanda es vehículo para el ejercicio de la acción (o derecho a provocar la 
intervención del órgano jurisdiccional)>>; la expresión puede matizarse, pues es posible que 
el demandante no tenga acción, ni siquiera se entable el proceso porque tampoco tenga 
derecho a ello; pero en todo caso, ha provocado legítimamente la intervención del órgano 
jurisdiccional. Y ACEBAL considera que tal actuación es un derecho. 
235. Por otro lado, lo que en definitiva pretende el actor al presentar la demanda es 
sujetar al demandado al proceso, lo cual tiene un contenido bastante menos formal que el 
mero derecho a saber si tiene derecho al proceso. Nótese que en las actuaciones descritas en 
los cc. 1501-1506 se desarrollan únicamente entre el demandado y el juez. Mientras no se 
resuelva si el actor tiene derecho al proceso -es decir, en la fase en que simplemente está en 
ejercicio el derecho de acción-, el demandado no tiene todavía ninguna obligación procesal. 
Es más, lo más probable es que ni siquiera sepa que ha sido demandado. 
236. Afortunadamente, como hace notar J. L. ACEBAL, sub c. 1507, en AA. VV., Código 
de Derecho Canónico, edición anotada a cargo de profesores de Derecho Canónico de la 
Universidad Pontificia de Salamanca ... , cit., p. 742, «el rechazo del libelo es más bien 
raro». 
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se puede afirmar que el derecho al acceso a los tribunales es un derecho 
fundamental de los fieles237. 
2. Contei1ido y exigencias del derecho de acceso 
A través de la demanda judicial se ejerce el derecho de acceso, como 
ya hemos apuntado. En ella debe haber una petición del ministerio del juez 
e indicar el objeto de la controversia, de acuerdo con el c. 1502. Una 
relación más detallada de requisitos se puede encontrar en el c. 1504. Son 
requisitos formales, aunque indispensables para el correcto desarrollo de ' 
la causa. Pero adquiere especial importancia el primero de ellos: «El 
escrito de demanda debe: 10 especificar ante qué juez se introduce la 
causa, qué se pide y contra quién»238. 
En el canon que acabamos de transcribir se indican, de una manera 
sintética, los dos elementos, que pueden considerarse fundamentales para 
que sea posible decir que se ha ejercido el derecho de acceso: la petición 
del ministerio del juez y el objeto exacto de la controversia. En efecto. a 
modo de ejemplo podría pensarse en una simple presentación de los 
hechos sin invocar el ministerio del juez o en que falte la petición, y tal 
acto no constituiría ejercicio del derecho de acces0239. No hay petición 
judicial. y no se puede considerar que se ha ejercitado el derecho de 
acceso. 
Hay un requisito de la demanda, que es el fumus boni iuris, que 
adquiere especial importancia. porque ayuda a entender la función del 
237 . En este sentido, J. HERVADA,sub c . 22J § J, en AA. VV., Código de Derecho 
Canónico, edición anotada a cargo del Instituto Martín de Azpilcueta .... cit., p. 179: «Se 
reconoce el derecho a la protección judicial de los derechos». Y si para proteger judicialmen-
te los derechos es necesario hacer una petición a los tribunales. tal petición se constituye en 
derecho fundamentaL Una interpretación similar cabe hacerse partiendo de la expresión de J. 
MANZANARES. sub c . 22J, en AA. VV .• Código de Derecho Canónico. edición anotada a cargo 
de profesores de Derecho Canónico de la Universidad Pontificia de Salamanca .. .. cit.. p. 141. 
aunque es más escueta. 
238 . C. 1504. Ofrecemos la versión castellana autorizada por la Conferencia Episcopal 
Española. 
239 . GULLO propone un ejemplo sobre esta materia: sería el caso de quien presenta un 
memorándum al juez para obtener su parecer, sin pedir explícitamente la nulidad del 
matrimonio. En esta situación falta el petitum, aunque se pide el ministerio del juez para otro 
fin. O presentar un escrito a una autoridad diversa. como al párroco: cfr. C. GULLO. JI diritto 
di difesa fra vecchia .. .. cit.. pp. 121-122. 
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derecho de acceso. De todas maneras, la exigencia de apariencia de buen 
derecho no forma parte del contenido del derecho de acceso, porque se 
agota con el decreto del juez, ya sea de rechazo ya sea de admisión. Por lo 
tanto, se ejerce correctamente también si falta elfumus boni iuris: 
La acción «tiene también una dimensión formal, cual es su apariencia 
de legitimidad, el fumus boni iuris -como se designa por la tradición 
canónica-, lo cual ya es suficiente para que sea atendida por el órgano 
judicial a efectos puramente formales, es decir, a efectos de promover la 
actuación procesal que conduce a la sentencia»240. 
Por eso, en el escrito de demanda se debe indicar, según el c. 1504, 
2°, en qué derecho se funda el actor y de modo general los hechos y las 
pruebas en que se apoya. Aquí, en esta norma, se expresa cuál es el 
contenido del fumus boni iuris, necesario para dar paso al derecho al 
proceso. 
La función del derecho de acceso es comprobar que hay razones 
fundadas de que el proceso es necesario. Si no hay fumus boni iuris, se 
ejercita correctamente el derecho de acceso, pero no se abre el proceso 
entero. De manera que se realiza un proceso sobre el proceso. Con este 
requisito, probablemente se eviten procesos costosos e inútiles. De todas 
maneras, no hace falta que desde el primer momento se tengan esperanzas 
de que la acción triunfe, pues eso supondría adelantar toda la fase 
probatoria y discusoria, con ausencia del demandado; sólo se requiere la 
apariencia de buen derecho. 
De todas maneras -a mi modo de ver-, el examen del fumus boni 
iuris, en cuanto tal, es una exigencia de derecho eclesiástico. Podría no 
existir. Pero una vez que el legislador ha preferido establecerlo, surge la 
posibilidad de que una demanda no llegue a constituir ejercicio del dere-
cho al proceso, y a la vez, nace en cualquier caso la exigencia de que el 
juez dicte un decreto por el que se somete a ambas partes a la relación 
240. C. DE DIEGO-LoRA. La función de justicia ...• cit.. p. 355. La cursiva es del original. 
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procesal. Y en estas circunstancias, se hace necesario instaurar el derecho 
de acceso que garantice al actor la facultad de acudir a los tribunales241. 
CONCLUSIONES 
A lo largo de este trabajo hemos ido apuntando, durante el desarrollo 
de los distintos temas, diversas exigencias, algunas ciertamente concretas 
y prácticas, que se deducen del reconocimiento, por parte del CIC, del 
derecho a la tutela. Ahora pretendemos ofrecer las conclusiones generales, 
que permitirán valorar, en su medida, la trascendencia del nuevo c. 221, 
para el sistema de garantías procesales de los fieles. 
1. Una de los empeños del legislador al promulgar el c. 221 fue la 
de hacer notoria la diferencia de fundamento entre la tutela en la Iglesia y 
en los Estados. En el ordenamiento canónico, los derechos no se defien-
den contra la Iglesia o contra la Jerarquía, sino con la finalidad de realizar 
la salus animarum, también en el campo del derecho procesal y de la 
defensa de los legítimos intereses. 
2. El derecho a la tutela se concibe, por tanto, como un derecho 
natural, actualmente configurado con el carácter de fundamental. Se 
podría definir como el derecho a la protección de los legítimos intereses, a 
través de cualquier medio lícito, de los previstos por el derecho. 
3. El contenido del derecho a la tutela abarca todos los medios 
legítimos, judiciales y extrajudiciales. Incluye en primer lugar la acción, 
como expresión de la garantía del proceso en sentido técnico, y los demás 
medios que sirven para hacerla valer, como el derecho de prueba o el de 
apelación. 
4. Particular importancia adquiere el inciso del c. 221 que habla de 
la equidad, la cual, de esta manera, adquiere el rango de derecho funda-
mental. Gracias a ella, la justicia se hace más humana, al acoger manifes-
241. Como se ve, el derecho de acceso, tal como lo hemos definido, es contingente, se 
podría suprimir. Pero si esto se diera, entonces debería permitirse que cualquier fiel pudiera 
ejercer el derecho al proceso, aunque sea cumpliendo algún tipo de requisitos. 
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taciones de la caridad y la misericordia cristianas. Pero la equidad no 
puede reducirse a una simple relajación del derecho. El dara cada uno lo 
suyo también forma parte de la equidad. 
5. La acción es uno de los medios que ofrece la Iglesia, de acuerdo 
con el derecho a la tutela, para garantizar eficazmente la realización de 
todos los derechos de los fieles. Por la acción, los cristianos -y todas las 
personas- pueden acudir a la autoridad eclesiástica pidiendo la protección 
de sus legítimos intereses. El derecho de acción, de esta manera, sólo se 
satisface dictando sentencia favorable al titular del interés. 
6. El derecho al proceso, por su parte, tiene como objeto la senten-
cia, con cualquier contenido. De esa manera, se cumple con la finalidad de 
otorgar a cada fiel, si se produce un enfrentamiento con otro, los medios 
para saber cuál lleva la razón y restablecer la paz social en la Iglesia 
7. El derecho a un proceso técnicamente correcto forma parte del 
derecho a la tutela, Las normas procesales no constituyen un mero for-
mulismo ritual, sino que son expresión de la justicia sustancial. Si este 
derecho no se respeta y produce indefensión, está protegido con nulidad 
de carácter insanable. 
8. El derecho de acceso a los tribunales inicia el proceso, y cubre 
las actuaciones previas al decreto que admite o rechaza la demanda. Tiene 
como contenido conocer si el actor goza del derecho al proceso, y en 
cuanto que abre el procedimiento judicial, es de carácter fundamental. 
9. La función del derecho de acceso es analizar si existe apariencia 
de buen derecho o fumus boni iuris. En él quedan incluidas las condicio-
nes objetivas y subjetivas de la demanda del actor que permiten que pueda 
ser atendida, entre las que destaca el examen no definitivo de la funda-
mentación del derecho que se pretende. 
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